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PONENTE PRESENTADA POR EL SEÑOR MAGDO. EVARISTO CORIA MARTINEZ, COORDINADOR DE JUECES Y MAGISTRADOS DEL QUINTO CIRCUITO, ELABORADA CON LA COLABORACION DE LA LICENCIADA ALBA LORENIA GALAVIZ RAMIREZ, SECRETARIA PROYECTISTA DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO.

Se propone la adición del Título Primero, denominado “Reglas Generales”, Capítulo X, artículo 77, del Proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mismo que establece:

“Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes”.

 “I. En cualquier materia:”

“a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucionalidad, en que deberá estarse además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto; y”

“b) En favor de los menores e incapaces”

“II. En materia penal, a favor del reo;”

“III. En materia agraria, en los casos a que se refiere el artículo 16 de esta ley;”

“IV. En material laboral, a favor del trabajador; y”

“V. En materia civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previsto en el artículo 1°. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada”.

“En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aún ante la falta de conceptos de violación o agravios”.

Esta adición se propone específicamente a la fracción III, así como al último párrafo del citado artículo, para quedar como sigue:

“Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:”

“I. En cualquier materia:”

“a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucionalidad, en que deberá estarse además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto; y”

“b) En favor de los menores e incapaces”

“II. En materia penal, a favor del reo;”

“III. En materia agraria:

a) En los casos a que se refiere el artículo 16 de esta ley; y

b) A favor de ejidatarios o comuneros en particular, cuando el acto reclamado implique privación de sus bienes o derechos agrarios.

“IV. En materia laboral, a favor del trabajador; y”

“V. En materia civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previsto en el artículo 1°. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada”.

En los casos de las fracciones I, inciso b), III, IV y V la suplencia se dará aún ante la falta de conceptos de violación o agravios.

RAZONES QUE MOTIVAN LA PROPUESTA DE ADICION AL ARTICULO 77 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

En la introducción al proyecto de ley sobre el que descansa esta propuesta, se estableció en lo concerniente al juicio de amparo en materia agraria, lo siguiente:

“Otra cuestión relativa a la estructura tuvo que ver con el juicio de amparo en materia agraria.  Las posibilidades eran dos: mantener esa materia en un libro por separado, o buscar en la parte correspondiente de la propuesta de ley la integración de aquellos preceptos que siguieran siendo funcionales a pesar de las reformas agrarias de 1992.  La solución que se propone es en el segundo sentido.  Por un lado, una gran cantidad de esos asuntos primeramente se resuelven por los tribunales en la materia y llegan al amparo por la vía directa; por otro, se han previsto disposiciones especiales –plazo de promoción de la demanda, suplencia de queja, etc.- dentro de los procesos indirectos.  Esta solución permite, por un lado, hacer congruente al juicio de amparo con las modificaciones a la materia agraria y, por otro, permitir que los grupos más desprotegidos de ese sector sigan contando con una posición ventajosa en los procesos de amparo en que deban participar”.

La inclusión de las disposiciones relativas al juicio de amparo en materia agraria, dentro de los preceptos que conforman el proyecto de ley, tuvo como directriz la integración de aquellos que continuaran siendo funcionales a pesar de las reformas que en esa materia se dieron en el año de mil novecientos noventa y dos, conservando en el particular una de las instituciones que, además de regir en ella, es aplicable a cierto sector de la población, así como también en otras materias y que es, la suplencia de la queja.  Sin embargo, aun cuando el proyecto acogió tal institución, en relación con el amparo agrario, lo hizo de manera restrictiva, pues, por un lado, estableció que únicamente operaría en los casos en que éste fuera promovido contra actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, de conformidad con lo que dispone el artículo 77, fracción III, en relación con el 16, fracción III, del proyecto de ley; mientras que, por otro, al no establecer expresamente, como sí lo hizo para cierto tipo de promoventes, como lo son los menores e incapaces, al igual que en otras materias, tales como la penal y la laboral, que la suplencia operaría aún ante la falta de conceptos de violación o de agravios, excluyó al amparo agrario de contar con esa “posición ventajosa” en el proceso, según se advierte del último párrafo del primero de los preceptos invocados.

Así, no obstante que para enfrentar el problema de la estructuración del nuevo ordenamiento, la Comisión optó por integrar el cuerpo mismo del proyecto, las disposiciones que conforman el actual Libro Segundo de la Ley de Amparo y, a pesar de que en el proyecto se aprecia la inclusión de los criterios jurisprudenciales que se han emitido sobre el tema de al suplencia de la queja, entre los que desde luego está el sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia número 39/95, en la que sostuvo que en materia laboral la suplencia de la queja opera aún ante la ausencia total de conceptos de violación o agravios; consideramos que se omitió la concurrencia de ese principio, es decir, el de la suplencia, para los casos en que el promovente del juicio sea un ejidatario o comunero en particular que reclame un acto que implique privación de sus bienes o derechos agravios, así como también su procedencia en la materia agraria incluso en los casos en que so se hayan expresado conceptos de violación o agravios, aspectos que son los que constituyen la propuesta de adición al artículo 77 del proyecto de ley.

La propuesta en relación con el primero de ello, esto es, el relativo al establecimiento de la suplencia en cuanto a los ejidatarios o comuneros en lo particular en los casos expresados, tiene justificación debido a que como aparece en los razonamientos señalados en la introducción del ordenamiento que pretende conformarse a partir del proyecto, el criterio con base en el que se realizó la inclusión de los dispositivos legales referentes a la materia agraria en el cuerpo de la misma, consistió en que éstos, continuarán siendo funcionales a pesar de las reformas que se dieron en mil novecientos noventa y dos, a partir de las que, si bien, en lo relativo, se estableció la posibilidad, antes nugatoria, de permitir a estos sectores de la población el disponer de sus bienes o derechos agrarios, incluso enajenándolos, ello se hizo a fin de no limitar el aprovechamiento de sus recursos productivos, pero no a efecto de provocar el desentendimiento por parte del Estado hacia este grupo de la población, que nuestro máximo ordenamiento legal, desde su vigencia, ha tutelado.

Por ello, se cree necesario que, al igual que lo contempla el actual artículo 76 bis, fracción III, en relación con el 227 y 212, de la Ley de Amparo en vigor, se continúe contemplando el beneficio de la suplencia de queja respecto de los ejidatarios o comuneros en lo particular cuando el acto que reclamen pueda tener por efecto la privación de sus bienes o derechos agrarios, pues pese a la reforma Constitucional efectuada al artículo 27 en el año de mil novecientos noventa y dos, en esos casos dicha institución no ha perdido vigencia, debido a que aún ante lo factible que les resulta el decidir sobre la explotación de sus derechos agrarios, persiste social y objetivamente su condición como grupo desprotegido y por tanto, dada su calidad, es conveniente otorgarles los mecanismos jurídicos que permitan la tutela de sus derechos  en los procesos en que sean parte, sobre todo en el juicio de amparo, lo que desde luego puede lograrse a través de la suplencia de la queja.

En el otro aspecto, la diversa adición que se propone es al último párrafo del artículo 77 del proyecto, que consiste en otorgar el citado beneficio cuando el juicio de amparo verse sobre la materia agraria y no se hayan expresado conceptos de violación o agravios, adición que es sustentable por igualdad de condiciones que llevaron a incluir en el texto expreso de éste, tal singularidad cuando los promoventes sean menores o incapaces, o bien, cuando se trate de la materia penal o laboral, puesto que en todos estos casos, lo que motiva la amplitud del concepto de suplencia hasta el extremo de aplicarla aún ante la ausencia total de los argumentos que combatan el acto de autoridad de que se trate, ya sea en su calidad de conceptos de violación o de agravios, es la desprotección a la que regularmente están expuestos los grupos sociales de que se trata, así como también los valores que tales materias pretenden salvaguardar.

Estas precisiones son puntualizadas tanto en el texto como en las consideraciones que sustentan la jurisprudencia número 39/95 a la que se hizo referencia en párrafo precedente, cuyo rubro es “SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL A FAVOR DEL TRABAJADOR, OPERA AUN ANTE LA AUSENCIA TOTAL DE CONCEPTOS DE VIOLACION O DE AGRAVIOS”, criterio que pretende plasmarse como derecho positivo en el proyecto de ley y que surgió dada la comparación de valores que protegen la materia penal y la laboral, sobre los que se concluyó su igualdad de importancia y que, al igual que lo que se expuso en la aludida ejecutoria, no son de menos trascendencia los que cuida la materia agraria, sobre la que, dada la especial regulación que en la actualidad existe en el Libro Segundo de la Ley de Amparo, tal vez no fue necesaria la emisión de jurisprudencia en tal sentido, al existir un marco legal eminentemente proteccionista, pero que no justifica su exclusión como supuesto en que debe operar la suplencia, sobre todo al tener en cuenta que los criterios de nuestro Máximo Tribunal tienden a favorecer la prevalencia de la verdad material sobre la formal, acotando formulismos innecesarios en el examen conceptos de violación, lo cual se desprende de la jurisprudencia de número 68/2000, emitida por el Pleno de la Suprema Corte| de Justicia de la Nación, de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACION. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTIAS LA CAUSA DE PEDIR”.

Por todo ello, si la tendencia del nuevo ordenamiento que se propone es incluir en el texto vigente los criterios reiterados surgidos a partir de la interpretación de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, si por lo que ve a la materia agraria, pretenden englobarse en el texto de la ley aquello preceptos que siguen siendo funcionales a pesar de las reformas aludidas, si los grupos de población cuyos valores tutela la misma continúan siendo débiles y si los más recientes criterios del más Alto Tribunal reafirman la vertiente hacia la real administración de justicia, apartada de tecnisismos legales que la proscriban, se estima necesaria la inclusión de ésta como supuesto de suplencia de la queja aún ante la ausencia total de conceptos de violación o de agravios.

EVARISTO CORIA MARTINEZ

PONENCIA PRESENTADA POR EL SEÑOR MAGDO. JESUS MARIA FLORES CARDENAS, INTEGRANTE DEL TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO.

Dentro del Título Primero Reglas Generales del proyecto de Ley de Amparo, se contiene el capítulo IV atinente a las notificaciones en los juicios de garantías; específicamente en el artículo 26 se tratan las reglas para las notificaciones personales a las partes sobre las diferentes resoluciones y determinaciones de los órganos judiciales de control constitucional.

De todos los supuestos merece atención especial la parte final del inicio b) de la fracción III del indicado artículo 26, que establece:

“Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas:

I. . . .

II. . . .

III. Cuando no conste en autos domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto.

a) . . .

b) Tratándose de las primeras notificaciones al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado.  Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen.  Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles; y

IV. . . .”

Esta última legislación ordena que la citación a juicio se realice mediante publicaciones tanto en el Diario Oficial de la Federación como en un periódico de circulación nacional.

El ejercicio de la judicatura nos indica que en algunas ocasiones tanto en los Tribunales Colegiados de Circuito como en los Juzgados de Distrito se presentan este tipo de supuestos en los que se agotan las investigaciones sobre el paradero del tercero perjudicado o tercero interesado y no se obtiene su localización, lo que conlleva a efectuar el emplazamiento a través de los consabidos edictos. Pero sucede que el quejoso está imposibilitado económicamente para sufragar un gasto de doce mil pesos, que es el costo aproximado de la publicación de tres edictos en el Diario Oficial de la Federación, sobre todo si se toma en cuenta que estas situaciones inciden en asuntos en que los solicitantes de amparo no tienen a su alcance monetario afrontar este gravamen; luego, por no contar con los medios suficientes los juicios de garantías quedan en suspenso indefinidamente lo que de hecho acontece en la actual legislación en los casos en que no opera el sobreseimiento por inactividad procesal (cuya figura aparece suprimida en el proyecto), en grave perjuicio a los interese de esos promoventes, pues ven obstaculizado el derecho a que se les administre justicia de manera pronta y expedita como lo manda el artículo 17 de la Constitución Federal.

En las relatadas condiciones, se hace la propuesta para que se modifique la parte final del inciso b) de la fracción III del artículo 26 del Proyecto de Ley de Amparo, para que en su lugar prevalezca la notificación por edictos a costa del quejoso, pero que dichos edictos se publiquen en un diario local de la residencia del tribunal o de la autoridad que conoció del juicio o del procedimiento administrativo de que derive el acto reclamado; en un diario regional o estatal en aquellos casos en que el tercer interesado haya tenido como su última residencia en un lugar distinto al de la sede de la autoridad responsable; y, en un diario de circulación nacional además del instructivo  que se fije en los estrados del órgano jurisdiccional correspondiente; en el entendido de que en todos estos supuestos el Tribunal Colegiado de Circuito o el Juzgado de Distrito brinden apoyo al quejoso de escasos recursos económicos para que a través de los medios modernos de comunicación (Internet-Fax) se establezca el contacto con las empresas periodísticas de manera que no sea más oneroso el gasto ocasionando, ya que a través de un simple correo electrónico o depósito bancario quedaría cubierto el servicio sin necesidad de desplazarse de un lugar a otro, (por ejem. el viaje por autobús de Hermosillo, Sonora a la ciudad de México, requiere de treinta horas y cuesta alrededor de mil quinientos pesos).

JESUS MARIA FLORES CARDENAS

PONENCIA PRESENTADA POR EL SEÑOR MAGDO. FRANCISCO JAVIER TEODORO ARCOVEDO MONTERO, TITULAR DEL PRIMER TRIBUNAL UNITARIO DEL QUINTO CIRCUITO.

Sin duda, proyecto de la Ley de Amparo es producto de la comunicación de experiencias, de la idea de modernidad y sobre todo de la necesidad de adecuar las leyes a una sociedad en constante movimiento.

Tal se demuestra en muchos aspectos, como ejemplo basta referir que en el numeral 75, párrafo final se indica que en el último considerando de la sentencia que concede el amparo, el juzgador debe para su estricto cumplimiento precisar sus efectos.

Es obvia y sana, además, la intención contenida en el dispositivo citado pues con ello se pretende, entre otras cosas, aminorar en gran número errores producto de interpretaciones equivocadas de las sentencias concesorias del amparo que, la experiencia la demostró, derivaban a veces, en una cumplimentación apartada del texto de la ejecutoria y en otros casos, aunque fuera correcta, las partes, al caber otra interpretación, le daban otro sesgo, y ello, se traducía en un número importante de quejas, requejas e inclusive incidentes de inejecución, que en buena medida llevaron a crear la hoy desaparecida Unidad de Gestión y Cumplimiento de Sentencia de Amparo.

Con el fin de evitar una situación similar se propone en estas líneas un sistema en el cual la autoridad que conozca del amparo y conceda éste, o bien aunque confirme, varíe los efectos sea la encargada de velar su cumplimiento estricto.

Se parte para ello de la idea de que el cumplimiento de las sentencias de amparo es de orden público, y también de un hecho indiscutible, que es precisamente la autoridad que concede el amparo la conocedora de los alcances exactos de su decisión.

Así, resulta que con el sistema que se propone la autoridad que conozca del juicio de amparo, cuya sentencia quedó firme, bien sea porque no se interpuso recurso de revisión o porque haya sido confirmada con los mismos efectos, estarán en aptitud plena de velar su cumplimiento, esto no es totalmente novedoso como tampoco lo es que los Tribunales Colegiado de Amparo vigilen el debido cumplimiento de las sentencias que dicten en amparo directo.

La nota distintiva recae, en que sin sacrificar el aspecto jurídico, se pueden poner las bases para evitar un conflicto, se explica, en los asuntos de amparo en revisión en los que el órgano superior, revoque y conceda el amparo o bien varíe los efectos, sería prudente que el propio órgano superior velara por su estricto cumplimiento dado que conoce exactamente sus alcances y, con ello, en lugar de propiciar la tramitación y resolución ante el órgano inferior del incidente por exceso o defecto e inclusive el recurso de revisión en la instancia superior, con la consecuente carga de trabajo, y con el peligro que encierra la interpretación, ya salvada, en buena parte, se reconoce, con el último párrafo del artículo 75 del proyecto, lo único que tendría que decidir el órgano superior, sería, mediante un acuerdo es si la resolución estaba o no debidamente cumplida.  

Resuelta evidente que a los Tribunales Colegiados de Amparo les convendría, en cuanto a la carga laboral, emitir un acuerdo en el que se decida acerca del cumplimiento de las sentencias y no tramitar y resolver los recursos de revisión que corresponden en términos del artículo 79, fracción I, inciso c) del proyecto, y es que, en este aspecto no se sacrificaría, se reitera, el aspecto jurídico y sí se daría celeridad a las decisiones relacionadas con la cumplimentación de la sentencia, dado que no debe perderse de vista que en realidad lo que se está haciendo es adelantar la decisión por parte de Tribunales Colegiados de Amparo (de todos modos ellos tendrían que decidir el recurso de revisión) y evitar un trámite incidental y la correspondiente resolución por los denominados órganos jurisdiccionales de primera instancia, y posiblemente el trámite y resolución del recurso de revisión citado; por lo que hace a la Honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación, tampoco se vería afectada con un incremento desmedido en mérito a que la tendencia actual es determinar competencia a los Tribunales Colegiados de Amparo como se advierte de los acuerdos 06/1999, 01/2000 y 10/2000, o si se prefiere, excluirla para que este sistema opera únicamente en asuntos que sean competencia de los Tribunales Colegiados de Amparo.

Lo que se espera con esta ponencia es que sin sacrificar un ápice el aspecto jurídico se excluya un trámite circular, y también evitar como consecuencia mayores inconformidades en el cumplimiento de las sentencias de amparo, para de ese modo, cumplir con lo previsto en el artículo 17 constitucional cuyos principios, de prontitud, imparcialidad y plenitud son evidentemente retomados, entre otros por el numeral 75, último párrafo del proyecto de referencia.

No se pierde de vista el contenido de Título Tercero del proyecto, sin embargo, lo que se propone aquí es evitar en lo posible una situación y no sancionarla una vez actualizada.

Por todo lo anterior, se propone una adición al numero 75 del proyecto y una modificación al 79, fracción I, inciso c) y la consecuente adecuación del Título Tercero.

FRANCISCO JAVIER TEODORO ARCOVEDO MONTERO

PRESENTACION DE PONENCIA PARA EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

SEÑOR MINISTRO GENARO DAVID GONGORA Y PIMENTEL

PRESIDENTE DE LA  SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACION.

P R E S E N T E 

Por este conducto, la suscrita Licenciada Patricia Cuéllar Avendaño, presento la siguiente ponencia a propósito del artículo 255, Capítulo II, del Título Quinto relativo a las medidas disciplinarias y de apremio, responsabilidades y sanciones, del Proyecto de la Ley de Amparo, que hago consistir en lo siguiente:

El referido precepto legal, dispone: “Artículo 255.- En el caso de los artículos 235, fracción l y 236, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días”.

Sin embargo, el artículo 235 a que se hace alusión en dicho precepto, no contiene ninguna fracción, ni menciona que su incumplimiento amerite la aplicación de una multa pues dispone lo siguiente:

“Artículo 235. Las declaraciones generales de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, se publicarán en el Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en el que se hubiera publicado la norma general respectiva.”

Ahora bien, de la lectura conjunta del título quinto, advierto que la intención de la comisión que elaboró el proyecto de la ley de amparo, lo era la de que el artículo 255 se refiriera a la fracción I de los artículos 236 y 237, los cuales establecen en su parte conducente lo siguiente:

“Artículo 236. Para mantener el orden y exigir respeto los órganos jurisdiccionales de amparo podrán imponer a las partes y a los asistentes al juzgado o tribunales, previo apercibimiento, las siguientes medidas disciplinarias: I. Multa;…”.

“Artículo 237. Para hacer cumplir sus determinaciones los tribunales, bajo su criterio y responsabilidad, podrán hacer uso, indistintamente, de las siguientes medidas de apremio: I. Multa;…” 

Por lo anterior, estimo conveniente que se corrija el error referido para que la redacción del artículo 255 sea la siguiente:

“Artículo 255.- En el caso de los artículos 236, fracción l y 237, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días”.

Querétaro, Qro.  a  20 de octubre de 2000.

ATENTAMENTE

LIC. PATRICIA CUELLAR AVENDAÑO.

Segundo Tribunal Colegiado del

Vigésimo Segundo Circuito.

PRESENTACION DE PONENCIA PARA EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

SEÑOR MINISTRO GENARO DAVID GONGORA Y PIMENTEL

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACION.

P R E S E N T E 

Por este conducto, la suscrita Licenciada Susana Cuéllar Avendaño,  presento la siguiente ponencia en relación con el artículo 16, Capítulo III, del Título Primero relativo a "Reglas Generales", del Proyecto de la Ley de Amparo, que hago consistir en lo siguiente:

El referido precepto legal, dispone en la parte que interesa: “Artículo 16.- El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:----- I.- … II.- … III.- … IV…”.

Pues bien, el término genérico de treinta días, que se concede para la interposición de la demanda de amparo,  resulta innecesario, desde un punto de vista personal, conforme a las cuestiones que enseguida se exponen.

En la Introducción al Proyecto de “Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos” se precisa que el aumento del plazo (de quince a treinta días) para promover el juicio de amparo, obedece a que con la referida ampliación, las partes prepararán con mayor cuidado sus instancias y se permitirá un mejor acceso a la justicia, puesto que ello facilitará el planteamiento de las defensas de las partes.  

En primer término, estimo que la ampliación en comento, resulta innecesaria, tomando en consideración que el aumento en el término para presentar la demanda de amparo, de ninguna manera es garantía de que las partes efectivamente prepararán con mayor cuidado sus instancias, ni tampoco traerá como consecuencia directa que se eleve la calidad de los litigios.

Lo anterior lo estimo así, porque para alcanzar los objetivos que se plantean en la introducción al proyecto de la nueva Ley de Amparo, no se requiere ampliar el plazo de presentación de la demanda, ya que "elevar la calidad en los litigios", es una cuestión subjetiva, que no depende de la mencionada ampliación, sino del empeño y dedicación que empleen los litigantes en la elaboración de sus demandas, pues ellos tienen el deber de analizar minuciosamente el acto reclamado, para elaborar los conceptos de violación que demuestren de manera efectiva, su ilegalidad. Aunado a lo anterior, considero que la preparación académica, la experiencia profesional y la responsabilidad de los abogados litigantes, son cuestiones que sí pueden en un momento dado, ser determinantes para preparar con mayor cuidado las defensas de las partes, pero estos aspectos de ninguna manera pueden lograrse, con el hecho de que el término para promover el juicio de amparo sea mayor al establecido en la Ley de Amparo vigente.

Por último, no debe perderse de vista que conforme a lo dispuesto por el artículo 17 constitucional, los tribunales encargados de impartir justicia, tienen la obligación de emitir sus resoluciones de manera pronta; sin embargo, la ampliación en comento, se contrapone a la rápida tramitación y resolución de los juicios, sin que la razón por la cual, se propone esta reforma, realmente amerite que el plazo para presentar la demanda de garantías, deba extenderse. En esta tesitura, considero que el plazo de quince días (como regla general), previsto por el artículo 21 de la Ley de Amparo vigente, para la interposición de la demanda de garantías, debe permanecer en sus términos. 

Querétaro, Qro. A 20 de octubre de 2000

ATENTAMENTE

LIC. SUSANA CUELLAR AVENDAÑO.

Segundo Tribunal Colegiado del

Vigésimo Segundo Circuito.

LA PRIMERA NOTIFICACION AL TERCERO INTERESADO

De conformidad con el artículo 5° de la vigente Ley de Amparo son partes en el juicio de amparo: el agraviado o agraviados, la autoridad o autoridades responsables, el tercero o terceros perjudicados y el ministerio Público Federal.

En relación al tercero o terceros perjudicados, se establece que pueden intervenir en el juicio con ese carácter:

a). La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento;

b). El ofendido o las personas que, conforme a la ley, tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstos afecten dicha reparación o responsabilidad;

c). La persona o personas que hayan gestionado en su favor el acto contra el que se pide el amparo, cuando se trate de providencias dictadas por autoridades distintas de la judicial o del trabajo; o que, sin haberlo gestionado, tenga interés directo en la subsistencia del acto reclamado.

Por su parte, el artículo 116, fracción II, del ordenamiento invocado señala como  requisito de la demanda de amparo que ésta contenga el nombre y domicilio del tercero perjudicado, cuando existe éste.

El artículo 30 del mismo ordenamiento, a su vez, dispone que el emplazamiento al tercero perjudicado y la primera notificación que deba hacerse a persona distinta de las partes en el juicio, se hará personalmente, de acuerdo a las reglas establecidas en este precepto para este tipo de notificaciones, de las cuales se destacan las siguientes:

1). Si el tercero tiene domicilio o casa señalado en el lugar de la residencia del órgano jurisdiccional, la notificación se debe entender directamente con la persona a quien deba hacerse y si no la encuentra el actuario debe dejarle citatorio con quien se encuentre para hora fija, dentro de las 24 horas siguientes; y si el tercero no se espera, la notificación se practicará por lista.

2). Si no consta en autos el domicilio, el notificador asentará razón a esa circunstancia a fin de que el órgano jurisdiccional dicte las medidas que estime pertinentes a fin de que se investigue su domicilio y en caso de no obtenerlo, la primera notificación se hará por edictos a costa del quejoso, en los términos que señale el Código Federal de Procedimientos Civiles; a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, la notificación se efectuará por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal en el lugar del juicio, por el empleado correspondiente del Juzgado.

De las disposiciones mencionadas se desprende que corresponde al quejoso el deber de proporcionar el nombre y domicilio de tercero perjudicado a efecto de que el órgano jurisdiccional que conoce del asunto esté en posibilidad de emplazarlo a juicio de manera personal. Sin embargo, en el supuesto en que no conste en autos ese domicilio, ya sea porque el proporcionado no es el correcto o porque haya cambiado de residencia, dicho tercero; y encontrándose agotadas todas las investigaciones por parte del órgano jurisdiccional, a fin de obtener ese domicilio, la primera notificación se practicará por edictos a costa del quejoso.

En el marco jurídico de referencia los Juzgados de Distrito enfrentan el problema de que, en los casos en que se desconoce el domicilio del tercero perjudicado, las investigaciones que se realizan para ese efecto, resultan infructuosos porque las autoridades que cuentan con registros, como el Instituto Federal Electoral, el Instituto Mexicano del Seguro Social, las Secretarías de Vialidad y Seguridad Pública, el Registro Público de la Propiedad y del Comercio, etc., e incluso las empresas particulares que proporcionan servicios a la colectividad, carecen de los medios o del interés suficiente a fin de prestar un auxilio eficaz al órgano jurisdiccional en la búsqueda del domicilio del tercero.

Ante la imposibilidad de conocer el domicilio del tercero perjudicado, los órganos jurisdiccionales proceden a ordenar la notificación a éste por edictos a costa de la parte quejosa, en términos del  Código Federal de Procedimientos Civiles, lo que trae como consecuencia que el  juicio de garantías quede en suspenso en forma indefinida, debido a que los promoventes del amparo no pueden o no desean costear el alto precio de la publicación de un edicto. Ante esa situación debido a la ausencia de una regulación específica en la vigente Ley de Amparo, algunos órganos jurisdiccionales  proceden a aplicar las medidas de apremio previstas en el artículo 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles y, en su momento,  ante la falta de promoción, por parte del quejoso en aplicación del artículo 74, fracción V de la Ley de Amparo,  proceden a sobreseer en el juicio.

Ahora bien, el proyecto de la Ley de Amparo no subsana la problemática planteada, pues no obstante que se cubren algunas lagunas que existen en la vigente Ley de Amparo en lo tocante a las reglas para efectuar las notificaciones, la primera notificación al tercero perjudicado debe realizarse aplicando las reglas generales a las notificaciones personales, y, en el  supuesto en el que  el domicilio del tercero no consta en autos o éste resulte inexacto, en el proyecto se conserva la misma disposición que actualmente rige esta hipótesis, ya que se establece la obligación del órgano jurisdiccional de dictar las medidas pertinentes para investigar ese domicilio, para concluir que si después de toda esa investigación no es posible efectuar la notificación, ésta se practicará por edictos en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles.   La única adición en este aspecto es el de que se prevé la posibilidad de practicar la notificación de que se trata, en el último domicilio señalado para ese efecto en el juicio de origen, siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial, para lo cual se podrá requerir a la responsable para que proporcione el domicilio del tercero, ante ella señalado.

En efecto, el artículo 25 del proyecto señala en la fracción I, inciso b), que la notificación correspondiente al emplazamiento al tercero interesado debe realizarse en forma personal.

Por otra parte, las reglas que se deben seguir en las notificaciones personales, conforme al artículo 26 del proyecto son las siguientes:

1.- Si en autos obra el domicilio de la persona o se encuentra señalado uno para recibir notificaciones; 

a).- El actuario procederá a buscar a la persona que deba ser notificada y cerciorado de su identidad, le hará saber el órgano jurisdiccional que ordena la notificación, el número de expediente y procederá a entregarle copia autorizada de la resolución que se notifica y, en su caso, de los documentos a que se refiera dicha resolución. Si la persona se niega a recibir o a firmar la notificación, la negativa se asentará en autos y aquélla se tendrá por hecha;

b).- Si no se encontró a la persona que deba ser notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio correcto y le dejará citatorio con la persona que se encuentre en él, para hora fija dentro de las 24 horas siguientes; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista; y

c).- Si el actuario encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acude a su llamado, se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo hará constar y dará cuenta al órgano jurisdiccional de amparo, quien tomará las medidas necesarias para lograr la notificación personal y, en caso de no ser posible, ordenará que se haga por lista.

2.- Si el domicilio no se encuentra en el mismo lugar donde reside el órgano jurisdiccional de amparo, la primera notificación se hará por exhorto o despacho en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles; si se encuentra fuera de la circunscripción territorial del órgano jurisdiccional que conoce del juicio, pero en zona conurbada, podrá comisionar al notificador para que la realice en los términos indicados en el punto 1.

3.- Cuando no conste en autos el domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto:

a).- Las notificaciones personales del quejoso se efectuarán por lista.

b).- Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional dictará las medidas pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el domicilio ante ella señalado. Siempre que el acto reclamado derive de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen. Si a pesar de lo anterior no pudiese efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Como puede advertirse de las reglas invocadas el problema de la notificación del emplazamiento al juicio del tercero interesado, cuando no consta en autos el domicilio de éste para oír notificaciones o el señalado resulte inexacto, subsiste de la misma manera en que se regula en la actual Ley de Amparo, pues en ambos cuerpos legales se ordena al órgano jurisdiccional que dicte las medidas pertinentes para investigarlo, lo cual la mayor parte de las veces, o si no es que en todos los casos, no conduce a ningún resultado positivo debido en parte al desinterés de las autoridades correspondientes o a la falta de archivos en los cuales puedan apoyarse para proporcionar la información, y lo mismo sucede con el informe que se solicita a la responsable, la que, en la más de las veces, no cuenta con ese domicilio, por haberse señalado los estrados para recibir las notificaciones, o el domicilio allí señalado ya no es el del tercero interesado.

Cabe agregar que al desaparecer en el proyecto de la Ley de Amparo la causa de sobreseimiento prevista en el artículo 74, fracción V de la actual Ley de Amparo, los juicios quedarán indefinidamente suspendidos al no mostrar interés el quejoso en que se practique la notificación por medio de edictos, dado su alto costo.

Por las razones expuestas y toda vez que la falta del emplazamiento al tercero interesado representa un problema en la tramitación de los juicios de amparo del conocimiento de los juzgados de Distrito, ya que no existe una regulación que solucione esa situación se propone:

En el capítulo IV relativo a las notificaciones se adicione  el artículo 26, fracción III, inciso b) en el sentido de apercibir al quejoso de que si en un plazo de seis meses no demuestra interés, en que la notificación  de que se trata se practique por medio de edictos, se le tendrá por desistido de la demanda intentada.

Cuernavaca, Morelos, a 18 de octubre de 2000.

LA C. JUEZ CUARTO DE DISTRITO

EN EL ESTADO DE MORELOS.

LIC. LUZ CUETO MARTÍNEZ.
OBSERVACIONES AL ARTÍCULO 1º  DEL PROYECTO.

PROPUESTA:

MODIFICACIÓN DE LOS TÉRMINOS LIMITATIVOS DE LOS TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES SOBRE DERECHOS HUMANOS.

La inclusión de la protección de los derechos humanos derivados de los diversos tratados internacionales suscritos por México, parece absolutamente adecuada al momento histórico en que se vive, ya que los datos estadísticos mundiales, demuestran que un altísimo porcentaje de la población mundial no está protegida en los derechos más elementales del ser humano, por lo que resulta necesario para la efectividad de las normas contenidas en los convenios que se celebran a nivel internacional, que su inobservancia pueda ser reclamada a través del juicio de amparo, en tanto que constituye el medio de control constitucional al alcance de los individuos en general. 

Además, es importante recordar que aunque en la Constitución Federal no se establezcan, en forma expresa, los derechos humanos como tales y que el alcance de las garantías individuales, pudiera resultar menos amplio, el artículo 133 de la Carta Magna establece la observancia de los Tratados Internacionales que se celebren en los términos que la propia Constitución determina, lo que trae como resultado que su inclusión expresa en la Ley de Amparo, resulte adecuada. 

Por otro lado, el criterio sostenido por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cuanto a la jerarquía de los tratados internacionales, se ajusta a las exigencias mundiales de clarificar la obligatoriedad de dichos convenios, por lo que la propuesta que se realiza en el proyecto resulta por demás adecuada, adelantándose quizá, a una reforma constitucional que se ajuste a la interpretación clarificadora realizada en el criterio del mas Alto Tribunal.

Estas reflexiones, llevan a considerar que la redacción del artículo en comento, debe realizarse de forma más clara y completa, porque la enumeración que se realiza, no contempla, por ejemplo, la Convención Sobre los Derechos del Niño, suscrita por México y aprobada por el Senado de la República, debidamente publicada en el  Diario Oficial de la Federación.

En estas condiciones se sugiere que, en el texto del artículo 1º. Se suprima la enumeración de los convenios y tratados que actualmente se realiza.

ADELA DOMINGUEZ SALAZAR

OBSERVACIONES RESPECTO AL ARTICULO 4º  

INTERES JURIDICO INTERES LEGITIMO, EN EL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

El artículo 4º., fracción I, del Proyecto  de la Ley de Amparo, establece lo siguiente:

Son partes en el juicio de amparo:  I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los preceptos previstos en el artículo  primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente  al orden jurídico. Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa;(el subrayado es adicional).

Ahora bien, de la lectura de dicho precepto se advierte que el peticionario de amparo o quejoso, como requisito para promover el juicio de amparo, debe ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera directa y personal o, en su caso, de un interés legítimo.

Asimismo, en atención a lo narrado en el quinto punto de la exposición de motivos del Proyecto en mención, queda clara la intención de la Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo, al introducir una nueva institución en el juicio de amparo: el interés legítimo, acepción más amplia que el de interés jurídico; entendiendo por aquél, ... el que permite constituir como quejoso en el amparo a aquella persona que resulte afectada por un acto en virtud de, o de la afectación directa a, un derecho reconocido por el orden jurídico –interés jurídico- o, y aquí está lo relevante, cuando el acto de autoridad no afecte ese derecho, pero sí  la situación jurídica derivada del propio orden jurídico...
Al respecto,  es por ello que la fracción I del mencionado artículo 4º., señala, como requisito para tener el carácter de peticionario de garantías, además de ser titular de un derecho o de un interés legítimo, que el acto reclamado viole las garantías o los preceptos previstos en el artículo  primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente  al orden jurídico; en ese sentido, ésta última hipótesis, en los términos literalmente apuntados, resulta ambigua y confusa, en razón de que, conforme a la propia introducción al Proyecto, deriva de alguna corriente doctrinaria del derecho comparado que no tiene del todo arraigo en el sistema jurídico actual en la materia de amparo; máxime que, por otro lado, ambos conceptos significan lo mismo, según se desprende de la tesis I.4o.A.299 A, del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la página 555, Tomo IX, abril de 1999, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, que reza:

INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍDICO. AMBOS TÉRMINOS TIENEN EN EL DERECHO LA MISMA CONNOTACIÓN.  Los conceptos jurídico y legítimo tienen gramaticalmente el mismo contenido, según la Enciclopedia del Idioma de Martín Alonso; por legítimo se tiene a lo que es conforme a las leyes y jurídico tiene un significado de lo que se hace con apego a lo dispuesto por la ley; Escriche señala que legítimo es lo que es conforme a las leyes, lo que está introducido, confirmado o comprobado por alguna ley y de jurídico dice que es lo que está o se hace según forma de juicio o de derecho. Se admite que no son las definiciones gramaticales la única base con la que cuenta el Juez para decir el derecho, las palabras que forman parte de una disposición legal deben interpretarse y aplicarse acordes al contexto de esa norma jurídica, y es en ese contexto que este tribunal no encuentra diferencia, aparte de la semántica entre una palabra y otra; cabe precisar que los artículos 33 y 71, fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal ya derogada, aludían a la necesaria existencia de un interés jurídico para acudir al juicio ante dicho tribunal y que el juicio sería improcedente contra actos que no afectaran el interés jurídico del actor; en tanto que la ley vigente hace referencia a un interés legítimo lo que nos lleva a afirmar que basta que se consideren afectados quienes acuden al juicio para que éste sea procedente.

De ahí que sería conveniente, primero esclarecer si, en efecto, los conceptos de mérito son o no lo mismo y, si no es así, entonces que, previamente, en un párrafo específico, se describa qué debe entenderse por interés legítimo, en términos de lo precisado por la Comisión en el quinto punto de la introducción al  Proyecto en mención.

ADELA DOMINGUEZ SALAZAR
OBSERVACIONES AL ARTICULO 117 DEL PROYECTO DE REFORMAS A LA LEY DE AMPARO.

DESAHOGO DE PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO CONFORME AL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO.

En principio, es conveniente destacar, que el artículo 151 de la Ley de Amparo contempla el procedimiento relativo al ofrecimiento, admisión y desahogo de pruebas en la materia y, como no contiene una reglamentación detallada ni prohibición expresa para acudir a la legislación supletoria en esos aspectos, ello ha permitido la aplicación de ésta, sobre todo en lo relativo al desahogo de ciertas pruebas, al no contener, la propia Ley de Amparo, disposiciones expresas; así se comprueba con las siguientes jurisprudencia y tesis que se citan de ejemplo:

Novena Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: III, Febrero de 1996

Tesis: P./J. 4/96

Página:   125

TESTIGOS, EN EL JUICIO DE AMPARO. BASTA QUE EL OFERENTE MANIFIESTE QUE NO PUEDE PRESENTARLOS, PARA QUE EL JUEZ DEBA CITARLOS.  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente en el juicio de amparo, basta que el oferente de la prueba testimonial manifieste no poder, por sí mismo, presentar al testigo, para que el Juez deba citarlo con el apercibimiento de ley, sin que para ello sea necesario que aquél precise los motivos por los cuales está imposibilitado para hacerlo, pues además de que el texto de tal norma legal no establece este último requisito, ni tampoco previene la facultad del juzgador, los procedimientos o los criterios para calificar la idoneidad de los motivos en que se funda la petición o para desestimarla por considerar insuficientes los motivos de la solicitud, se trata de una norma de excepción al principio dispositivo que rige en la materia probatoria del procedimiento regulado por el Código en cita, que debe ser interpretada de manera estricta, por lo cual no cabe entenderla a modo de imponer al oferente la observancia de una formalidad que en nada contribuye a la finalidad perseguida por la norma de garantizar se aporten al proceso todos los medios de convicción para descubrir la verdad de los hechos debatidos.
Novena Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: II, Diciembre de 1995

Tesis: 2a. CXI/95          

Página:   406

REPETICION DEL ACTO RECLAMADO. EN EL INCIDENTE RELATIVO SON APLICABLES, SUPLETORIAMENTE, LAS NORMAS DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, RELATIVAS AL OFRECIMIENTO Y DESAHOGO DE PRUEBAS EN INCIDENTES.  La circunstancia de que el artículo 108 de la Ley de Amparo no establezca expresamente un término para el ofrecimiento y recepción de pruebas durante la tramitación del incidente de repetición del acto reclamado, no es razón suficiente para que, mediante una interpretación meramente literal de tal precepto, se estime que en el incidente de repetición no procede el ofrecimiento y desahogo de pruebas, si se considera que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2o. de la Ley de Amparo, y el criterio de este alto tribunal en relación a la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles a aquella ley, esta supletoriedad es aplicable respecto de las normas que regulan el ofrecimiento y desahogo de pruebas en los incidentes, contenidas en el Libro Segundo, Título Segundo, Capítulo Unico, denominado incidentes, del código adjetivo civil federal, ya que estas normas procesales sólo vienen a complementar, y no pugnan, con lo preceptuado en el artículo 108 de la Ley de Amparo; además, lo anterior permite que se respete a las partes la garantía de audiencia, ya que una vez presentada la denuncia de repetición del acto reclamado, el quejoso, la autoridad responsable y, en su caso, el tercero perjudicado, en condiciones de igualdad procesal, estarán en aptitud de ejercer con mayor eficacia su derecho de defensa.

Novena Epoca

Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEPTIMO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: II, Noviembre de 1995

Tesis: XVII.2o.5 K

Página:   549

INSPECCION OCULAR Y PERICIAL EN EL JUICIO DE AMPARO. PUEDEN OFRECERSE Y DESAHOGARSE EN FORMA ADMINICULADA.  Aun cuando el artículo 151 de la Ley de Amparo, expresamente no prevé el ofrecimiento y desahogo de las pruebas pericial e inspección ocular en forma adminiculada, ello no significa que tales probanzas no puedan llevarse al cabo de la manera señalada, dado que si se ofrece ésta para dar fe de determinadas características de un objeto, y para esto se requieren conocimientos técnicos especiales, nada impide que, para que el juzgador se encuentre en posibilidad de practicar la referida inspección, se auxilie de un perito en la materia; sin que al hacerlo así se contravenga lo dispuesto por el artículo 161 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria al ordenamiento jurídico antes indicado, pues la referida adminiculación de las probanzas de mérito no priva a la inspección ocular de su naturaleza jurídica, a más de que de no hacerse así se evitaría que el promovente probara el extremo que pretende, con medios de convicción permitidos en el juicio de garantías, ya que el juez carece de los conocimientos técnicos sobre la materia, lo que haría imposible legalmente el desahogo de la probanza en cuestión si no se adminicula con la prueba pericial.

Novena Epoca

Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO NOVENO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: I, Mayo de 1995

Tesis: XIX.2o.3 K

Página:   394

PRUEBA PERICIAL EN EL AMPARO. APLICACION SUPLETORIA DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.  El último párrafo del artículo 2o. de la Ley de Amparo establece que a falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles, así pues, como la prueba pericial no se encuentra regulada en la Ley de Amparo, debe aplicarse supletoriamente el código federal de referencia, tratándose de la prueba de mérito, y así, cuando los peritos nombrados por las partes no rindan sus dictámenes, no necesariamente esa falta trae como consecuencia que se tenga por desierta dicha prueba, toda vez que el artículo 153 del código procedimental referido establece que el Tribunal debe designar nuevos peritos en substitución de los omisos e imponer a éstos una multa; esa conducta, hará responsable al perito de los daños y perjuicios que por ella se ocasionen a la parte que lo nombró; ahora bien, si el perito de que se trata no rinde su dictamen dentro del plazo que le fue otorgado, pero lo hace antes de que se realice el nuevo nombramiento, únicamente se le aplicará la multa señalada en el primer párrafo del numeral 153 en comento.

Ahora bien, el artículo 117 del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos recoge, en lo substancial, el mismo procedimiento contemplado en la Ley de Amparo vigente, en su artículo 151, respecto del ofrecimiento, admisión y desahogo de pruebas en la materia y, al igual que esta última, omite reglamentar detalladamente esos aspectos.

Empero, en la última parte del párrafo segundo de aquel precepto, se prohibe la aplicación de la legislación supletoria (Código Federal de Procedimientos Civiles), en tratándose del desahogo de pruebas, prohibición que no se encuentra, como ya se dijo, en el numeral 151 de la Ley de Amparo.

Llama la atención que en la introducción al Proyecto se explican las causas o motivos de los mayores cambios que se proponen al juicio de amparo, como es el objeto de protección de éste, tipo de interés exigido para solicitarlo, plazos de promoción, causales de improcedencia, incidentes, sentencia, etcétera; pero el punto X, que es el que se refiere a los procedimientos de amparo, es omiso en precisar el porqué de dicha prohibición, pues se limita a señalar que las modificaciones fundamentales aluden a la suspensión del acto reclamado y en qué consisten.

Luego, si no se propone una reglamentación detallada para el desahogo de pruebas y, en cambio, se establece la prohibición de acudir a legislación supletoria, entonces surge de inmediato la cuestión sobre cuáles son las reglas que deberá observar el juez de Distrito para desahogar aquellas pruebas respecto de las cuales nada dice el Proyecto.

Lo que implicará dejar, con las consecuentes inconveniencias, al arbitrio del juzgador, aspectos formales tan importantes que, sin lugar a dudas, acarrearán, al menos hasta que exista jurisprudencia, reposiciones de procedimientos que retardan el cumplimiento del principio de justicia pronta y expedita consagrado en el artículo 17 constitucional. 

Esa omisión también ocasionará la inutilización de abundantes tesis y jurisprudencias que han dilucidado aspectos importantes del tema, como las transcritas con anterioridad a manera de ejemplo, con la problemática de la falta de regulación en aspectos relativos al ofrecimiento y desahogo de pruebas.

Por lo expuesto, se propone:

UNICO. Desincorporar del artículo 117 del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la prohibición de aplicar la legislación supletoria, Código Federal de Procedimientos Civiles, en tratándose del desahogo de pruebas o, en su defecto, que se reglamente ese tópico.

ADELA DOMINGUEZ SALAZAR

JUEZ CUARTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE VERACRUZ
PONENCIA DE LA MAGISTRADA NORMA FIALLEGA SANCHEZ. COORDINADORA DE MAGISTRADOS DEL SEXTO CIRCUITO

Como es de nuestro conocimiento, el juicio de amparo nació como un medio de control constitucional, para cristalizar el ideal de otorgar a México  una institución eficaz para lograr la tutela del orden constitucional para garantizar los derechos del gobernado frente a las arbitrariedades y los abusos del poder público.

El juicio de amparo es la creación máxima de la doctrina jurídica mexicana,  cuyos principios fundamentales los debemos a Manuel Crescencio Rejón y Mariano Otero, enriquecidos después por las aportaciones de Ignacio L. Vallarta y Emilio Rabasa, se plasma en la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, la cual ha tenido una lógica evolución, se ha transformado, se ha ampliado, se ha interpretado y se ha modificado, es decir, ha sufrido sucesivas reformas con el objeto de adecuarla a la realidad cambiante de un país que al mismo tiempo ha evolucionado. Se han elaborado algunos proyectos de reforma, algunos de ellos han sido elevados a la categoría de iniciativa y que en su oportunidad se han aprobado.

En un país siempre cambiante las bondades del juicio de amparo, así como la confianza que ésta otorga a los gobernados, ha generado un número creciente de asuntos que, como en la actualidad, agobian al Poder Judicial Federal, ya que se emplea como medio último de defensa para el ciudadano y de esperanza a la solución de sus conflictos judiciales, administrativos o del trabajo, como también con el fin de obtener tiempo o bien de retardar la ejecución de los actos de autoridad.

Respecto del problema relacionado con el creciente número de asuntos que substancian los órganos de control constitucional, ha sido preocupación de los ministros, juristas y legisladores, quienes han contribuido con su granito de arena con la finalidad de resolverlo, proponiendo diversas reformas, algunas de ellas convenientes y otras que han resultado desafortunadas, pero es hasta ahora que el ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha hecho un esfuerzo para lograr la elaboración de un proyecto de nueva Ley de Amparo, a través de la Comisión respectiva, para lo cual se está sometiendo a la consideración de los juristas e impartidores de justicia, a fin de aportar ideas, comentarios y experiencias para perfeccionarlo.

Es dentro de este contexto que presento las observaciones y consideraciones que a continuación señalo.

Inicialmente se hacen las siguientes proposiciones para reestructurar del Título Primero, Capítulo II, Capacidad y Personería,  los Artículos 7º y 10º

Artículo 7. La federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios o cualquier persona moral pública con carácter de autoridad, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto que reclamen afecte intereses distintos de los que correspondan a sus funciones de autoridad.

Considero que: La expresión  “intereses distintos”, resulta ser vaga e imprecisa, lo cual podría prestarse a interpretaciones contrarias o contradictorias e n perjuicio de la claridad que debe tener toda ley, y más aún tratándose de la ley de Amparo, que por su trascendencia e importancia en la vida jurídica de México, es necesario que cada uno de los artículos sean claros y precisos. Por lo que se propone que si la intención del artículo es que: “La federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios o cualquier persona moral pública con ese carácter de autoridad”, puedan acudir al amparo, en los casos en que no realicen actos de autoridad, así debe de precisarse. 

Artículo 10. Cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso o del tercero interesado afirme, bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será admitida siempre que lo acredite a más tardar en la audiencia constitucional.

En el amparo directo podrá justificarse con la acreditación que tenga en el juicio del que emane la resolución reclamada. La autoridad responsable que reciba la demanda indicará en el informe justificado si el promovente tiene el carácter con que se ostenta.

El primer párrafo de tal precepto permite que con la sola afirmación “ser representante del quejoso”, pueda entablarse el amparo, cuyo juicio quedaría insubsistente si no acredita dicha personalidad, lo que provocaría la tramitación de un juicio de amparo iniciado por quien carece de representación para promoverlo, lo que implica el empleo estéril de recursos materiales y humanos dispuestos para su tramitación y decisión, causando perjuicio a las partes del proceso que ven regida su situación por los proveídos dictados desde la admisión de la demanda de amparo, hasta la audiencia constitucional, con el consecuente menoscabo de sus intereses porque se ven sometidos no sólo a las molestias impuestas por la tramitación de un juicio y además por la suspensión del acto reclamado, lo que lesiona el sistema integral de la administración de justicia y se contrapone con la garantía que consagra el artículo 17 constitucional, conforme a la cual la impartición de justicia debe ser pronta y expedita, lo que obliga a considerar que en todos los juicios deben regir principios orientados a satisfacerla y debe corresponder al juez de amparo analizar ese presupuesto y al recibir la demanda examinar si a la misma se acompaña la constancia que acredite plenamente la personalidad del promovente, considerando que la materia del litigio, no son intereses puramente privados, sino el interés supremo es salvaguardar el orden constitucional, por lo que el juez de Distrito debe pronunciarse respecto de la personalidad en el auto que provee sobre la admisión de la demanda y en caso contrario, prevenir al quejoso a fin de que en el plazo legal la acredite, apercibido de que si no lo hace, se le tendrá por no interpuesta,  esto es, cuando los interesados tengan reconocida la personalidad ante la autoridad responsable, debe el quejoso anexar a su demanda de amparo alguna constancia del reconocimiento de ésta por la autoridad señalada como responsable, sin que tenga eficacia la simple afirmación de esa circunstancia y si la personalidad no se acredita, no se debe admitir a trámite la demanda de amparo, pues falta satisfacer uno de los requisitos de procedencia y  por economía procesal no se debe esperar hasta la celebración de la audiencia constitucional para resolver al respecto.

Por lo que considero que el artículo 10 debería quedar redactado en los siguientes términos:

Cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto a nombre del quejoso, tenga reconocida su personalidad ante la autoridad responsable, le será admitida siempre que lo acredite con las constancias respectivas que acompañará a la demanda de amparo.

De no cumplir con dicho requisito el juez de Distrito deberá prevenirlo, para que en el plazo de tres días la acredite, apercibido  que de no hacerlo, se le tendrá por no interpuesta la demanda.

Se propone reestructurar del Título Primero, Capítulo III, Plazos,  el 

Artículo 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

Considero que: Ampliar el término para presentar la demanda de amparo a 30 días es contraproducente porque crea inseguridad, además de que atenta contra el principio de impartición de justicia pronta y expedita, en razón de que tal lapso resulta excesivo, generando pérdida de tiempo para las partes y en algunos casos daños irreparables, ya que las autoridades pueden ejecutar los actos reclamados, hasta en tanto en cuanto se les comunique lo relativo a la suspensión, por lo que considero que el término de 15 días hábiles es un plazo suficiente y razonable para que el quejoso  prepare su demanda de amparo; máxime, si se atiende a que éste se computa con base en días hábiles.

Se propone modificar del Título Primero, Capítulo IV, Notificaciones, el 

Artículo 26. Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas:

I. Cuando obre en autos el domicilio de la persona, o se encuentre señalado uno para recibir notificaciones ubicado en el lugar en que resida el órgano jurisdiccional que conozca del juicio:

b) Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio correcto y le dejará citatorio para hora fija dentro de las veinticuatro horas siguientes, en el que indicará el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de expediente. El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista; y,

“La frase no acude a la cita” podría crear confusión ya que si la intención de dicho precepto es que la persona a la que debe notificarse personalmente acuda al domicilio del órgano jurisdiccional, así debería precisarse, pues el significado literal de la palabra “acudir” según el Diccionario Hispánico Universal, Décima Edición, página 32, acudir significa “ir a un sitio, ir o asistir con frecuencia a alguna parte”.

Considero que tal frase “no acude a la cita” sería conveniente cambiarla por “si no espera al actuario”, para que sea el actuario el que se constituya nuevamente en el domicilio de la persona que deba ser notificada y en donde se dejó el citatorio.

Considero se debe adicionar del Título Primero, Capítulo XI, Medios de Impugnación, Sección Segunda, Recurso de Queja,  el 

Artículo 96. El plazo para la interposición del recurso de queja es de cinco días.

Cuando se trate de suspensión de oficio o provisional, el plazo es de veinticuatro horas.

En el caso de la fracción II, inciso a) del artículo anterior, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo.

“II. En amparo directo, tratándose de la autoridad responsable, en los “siguientes casos:

“a) Cuando omita tramitar la demanda de amparo o lo haga indebidamente” 

Considero que se debe precisar un término, porque dejar abierta la interposición  de la queja a cualquier tiempo, crea inseguridad jurídica.

Se propone modificar del Título Segundo, Capítulo I, Amparo Indirecto, el

Artículo 110. Podrá ampliarse la demanda cuando:

I. No hayan transcurrido los plazos para su promoción, siempre que la autoridad responsable no hubiere rendido su informe con justificación;

II. Del informe con justificación aparezcan datos que no eran conocidos por el quejoso, en cuyo caso, podrá presentar la ampliación dentro del plazo de quince días contados a partir del siguiente al en que surta sus efectos la notificación del informe; y

III. Cuando con independencia de lo previsto en la fracción anterior, el quejoso tenga conocimiento de actos de autoridad  que guarden estrecha relación con los actos reclamados en la primera demanda. En este caso, la ampliación deberá promoverse dentro de los plazos previstos en el artículo 16.

En los casos de las fracciones II y III, la demanda podrá ampliarse siempre que no se haya celebrado la audiencia constitucional.

Los términos que se conceden en las fracciones II y III del referido precepto son excesivamente amplios, ya que comprenden 15 y 30 días hábiles para ampliar la demanda de amparo, por lo que considero que debe de reducirse a 5 días hábiles, para que no se motive el diferimiento de la audiencia constitucional, porque tomando en cuenta que el artículo 114 de este proyecto de ley, dispone que la audiencia constitucional debe celebrarse dentro de los 30 días siguientes, al en que se admita la demanda y si se le concede a la autoridad responsable 10 días para que rinda su informe justificado en términos del artículo 116 de este proyecto de ley, resultan ser como ya señalamos con antelación, excesivamente amplios, en virtud de que los 15 días empezarán a correr a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del informe; y, respecto a la fracción III, del artículo  en comento será de 30 días hábiles, porque la misma fracción nos remite al término que se contempla en el artículo 16 del propio proyecto; lo que va a motivar que se difieran las audiencias constitucionales constantemente, porque se encuentre corriendo el término para la ampliación de la demanda. 

Se propone modificar  del Título Segundo, Capítulo I, Sección Segunda, Substanciación, el

Artículo 116. La autoridad responsable deberá rendir su informe con justificación dentro del plazo improrrogable de diez días, con el cual se dará vista a las partes.

Considero que el término para rendir el informe justificado la responsable debe limitarse a cinco días hábiles; así mismo el tercer párrafo del artículo citado deberá quedar redactado en los siguientes términos:

“En el informe expondrá las razones y fundamentos que estime pertinentes “para sostener la improcedencia del juicio o la constitucionalidad del acto “reclamado y deberá acompañar copias certificadas legibles de las constancias “necesarias para apoyarlo”.

Se propone modificar del Título Segundo, Capítulo I, Sección Segunda, Substanciación, el

Artículo 117. Serán admisibles toda clase de pruebas. . . 

Las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional. . .

Este término de 5 días “antes de la celebración de la audiencia constitucional”, es muy corto para preparar las pruebas pericial y testimonial ya que el oferente de la prueba debe de exhibir los interrogatorios a través de los cuales serán examinados los testigos y los cuestionarios para los peritos, copias que se entregarán a cada una de las partes para que puedan ampliarlos por escrito en un plazo de tres días y para que puedan formular repreguntas, pero además en el supuesto de que faltaran total o parcialmente las copias, el propio precepto ordena que se requerirá a la oferente para que los presente en un plazo de tres días.

Por lo que se propone que el plazo se cambie a 12 días hábiles para el ofrecimiento de las referidas pruebas, para que dé tiempo que se prepare el desahogo de las mismas y no se motive el diferimiento constante de la audiencia constitucional, lo que va en contra de la garantía contemplada en el artículo 17 constitucional, conforme a la cual la impartición de justicia debe ser pronta y expedita.

Se propone modificar del Título Segundo, Capítulo I, Sección Segunda, Substanciación, el

Artículo 119. A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas, los servidores públicos tienen obligación de expedirles, con toda oportunidad, las copias o documentos que aquéllas les hubieren solicitado. Si no lo hacen, la parte interesada, una vez que acredite haber hecho la petición, solicitará al órgano jurisdiccional de amparo que requiera a los omisos y éste diferirá la audiencia, siempre que la solicitud se hubiere hecho cinco días hábiles antes del señalado para su celebración, sin contar el de la solicitud ni el señalado para la propia audiencia, y hará el requerimiento de que se le envíen directamente a él los documentos, dentro de un plazo que no exceda de diez días.

El plazo que se le concede a la autoridad responsable requerida para que envíe directamente los documentos o copias “que no exceda de diez días”,  es un plazo muy amplio y se debe limitar a 5 días, máxime que estamos entendiendo que se trata de día hábiles
Se propone modificar del Título Segundo, Capítulo I, Sección Tercera Suspensión del Acto Reclamado, Primera Parte Reglas Generales, el segundo párrafo del 

Artículo 127.   . . . El órgano jurisdiccional de amparo podrá conceder la suspensión aun cuando se trate de los casos previstos en el párrafo anterior si, a su juicio, se pueda causar mayor afectación al interés social con la negativa de la medida suspensional.

Este párrafo debería de quitarse, porque da la impresión de que el interés del quejoso está por encima del interés social, y me pregunto ¿en qué casos puede el interés del quejoso estar por encima del interés social? 

Se propone modificar del Título Segundo, Capítulo II, Sección Primera, Procedencia, el

Artículo 168. El juicio de amparo directo procede. . . 

Para la procedencia del juicio, deberán agotarse previamente los recursos ordinarios que se establezcan en la ley de la materia, por virtud de los cuales aquellas sentencias definitivas o laudos y resoluciones puedan ser modificadas o revocadas.

Se debe excluir a los “laudos” porque la Ley Federal del Trabajo no prevé ningún recurso ordinario mediante el cual pueda ser modificado o revocado dicho laudo.

Atento a que dicha ley sólo  prevé:

a) La aclaración de los laudos, la cual procede sólo para corregir errores o precisar algún punto del laudo.

b) La reclamación sólo procede en contra de las medidas de apremio que impongan los Presidentes de las Juntas de Conciliación, de las Juntas Especiales y de las de Conciliación y Arbitraje, así como de los auxiliares de éstas; y,

c) La revisión que sólo procede contra actos de ejecución.

Consecuentemente no podría previamente agotar algún recurso al impugnar el laudo mediante el juicio de amparo directo y por ello no tiene ningún sentido que se condicione la procedencia del amparo directo, tratándose de laudos, a que se agote previamente el recurso ordinario.

Se propone modificar del Título Segundo, Capítulo Segundo, Sección Primera, Procedencia, el

Artículo 169. Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del juicio, mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva.

Considero que el referido artículo debería quedar redactado en los siguientes términos para mayor claridad del mismo.

Artículo 169. Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento.

En los juicios civiles, el quejoso deberá impugnar las violaciones al procedimiento durante la tramitación del juicio,  mediante el recurso ordinario  correspondiente dentro del término que la ley respectiva señale. Si el recurso fuere desechado o declarado improcedente, deberá invocar la violación como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera.

Este requisito no será exigible en amparo contra actos que afecten derechos de menores e incapaces, ni en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten el orden o estabilidad de la familia.

Se propone modificar del Título Segundo, Capítulo II, Sección Tercera, Substanciación, el

Artículo 179. Si el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo no encuentra motivo de improcedencia o defecto en el escrito de demanda, o si este último fuere subsanado, la admitirá y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo, para que en el plazo de quince días presenten sus alegatos o la demanda de amparo adhesivo.

El plazo de quince días que se concede para presentar alegatos o la demanda de amparo adhesivo; lo considero excesivo máxime si se atiende a que éste se computa con base en días hábiles, siendo suficiente 5 días, para que se presente el escrito de alegatos, así como para que se prepare y presente la demanda de amparo adhesivo; ya que alargar tanto los términos se contrapone con la pronta tramitación y resolución de los juicios y no se cumple con la garantía que consagra el artículo 17 constitucional, conforme a la cual la impartición de justicia debe ser pronta y expedita.

Se propone adicionar del Título Segundo, Capítulo II, Sección Tercera, Substanciación, el

Artículo 180. La parte que hubiere obtenido sentencia favorable podrá promover amparo en forma adhesiva al que promueva su contraparte, el cual se tramitará en el mismo expediente. Su presentación y trámite se regirá, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal y seguirá la misma suerte procesal.

Los conceptos de violación en el amparo adhesivo, podrán estar encaminados a fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio que determinaron el resolutivo favorable a sus intereses, o impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica. Con los mismos alcances se deberán hacer valer todas las violaciones procesales que se hubieren cometido, siempre que pudieran trascender al resultado del fallo.

Considero que debe adicionarse al artículo en comento un último párrafo en los siguientes términos:

La falta de adhesión hará que precluya el derecho de quien obtuvo resolución favorable, para alegar posteriormente las violaciones que se hubieren cometido en su contra.

NORMA FIALLEGA SANCHEZ

COORDINADORA DE MAGISTRADOS DEL SEXTO CIRCUITO
PONENCIA DE:

LIC. JOAQUIN GALLEGOS FLORES,

MAGISTRADO DEL TERCER TRIBUNAL UNITARIO DEL DECIMO QUINTO CIRCUITO.

RESIDENCIA:  TIJUANA, BAJA CALIFORNIA.

TIJUANA, BAJA CALIFORNIA, OCTUBRE 20 DE 2000

PONENCIA

EL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DE LAS EJECUTORIAS DEL AMPARO.

PROPUESTA:

AMPLIAR LA REGULACION DEL CAPITULO IV, TITULO TERCERO DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO

FINALIDAD:

MEJORAR EL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO A TRAVES DE UNA REGULACION MAS AMPLIA EN CUANTO A LOS SUPUESTOS DE PROCEDENCIA, SUJETOS LEGITIMADOS, TIEMPO PARA PROMOVER EL INCIDENTE, SU TRAMITACION, LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL, ASI COMO LA IMPUGNACION DE LAS RESOLUCIONES DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO.

LO ANTERIOR A FIN DE QUE SE PUEDA LOGRAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS EJECUTORIAS DE AMPARO POR LA VIA SUSTITUTA EN BENEFICIO DE LOS QUEJOSOS, PARA UNA MEJOR ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL.
INTRODUCCION

Un moderno Estado de derecho no puede ser concebido sin un  sistema de derechos fundamentales de los gobernados que las autoridades deben respetar y sin mecanismos protectores de esos derechos, como el juicio de amparo.

Cuando se violan esos derechos, el juicio de amparo sirve como instrumento reparador, para ello el afectado debe primero demandar a la autoridad o autoridades responsables reclamando la inconstitucionalidad de sus actos.  Si el quejoso obtiene una sentencia ejecutoria favorable, se le deberá restituir en el pleno goce de la garantía violada restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo;  esto conforme a lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley de Amparo y 75 fracción I del Proyecto de Ley de Amparo.

La restitución en el disfrute de la garantía violada es el objetivo o finalidad del  juicio de amparo, por ello, cuando se obtiene la concesión del amparo, es fundamental velar por el cumplimiento del fallo protector a fin de restablecer el orden constitucional infringido, restituyendo al quejoso en el goce de sus derechos fundamentales. 

Espero, como es sabido, hay casos en que existe imposibilidad material de restituir al quejoso en el disfrute de sus derechos.   Surge así en la reforma a la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el siete  de enero de mil novecientos ochenta, la institución del cumplimiento sustituto de las ejecutorias de amparo, que le da la posibilidad al quejoso de obtener el pago de daños y perjuicios, a manera de indemnización por la falta de cumplimiento de la ejecutoria de amparo.

I.   EL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO EN LA LEY DE AMPARO Y EN LA CONSTITUCION

El artículo 105,  ultimo párrafo de la Ley  de Amparo, dispone:

“ . . . El quejoso podrá solicitar que sé de por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido.  El  Juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas resolverá lo conducente.  En caso de que proceda determinará la forma y  cuantía  de la restitución.”

El cumplimiento sustituto también se puede decretar de oficio por la Suprema Corte de Justicia, una vez que la propia Corte hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, en los términos que establece el párrafo segundo de la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Federal, cuando la ejecución de la sentencia de amparo afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción a los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso.

II.  EL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO EN EL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO 

El tema de cumplimiento sustituto de las ejecutorias de amparo se regula en el Titulo Tercero denominado “Cumplimiento y Ejecución”, en el capítulo cuarto, intitulado precisamente “Cumplimiento Sustituto”.

En dos artículos se agota esta institución, su contenido es el siguiente:

“Artículo  202.  El incidente de cumplimiento sustituto,  tendrá  por efecto, que la ejecutoria se dé por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios al quejoso”
“Artículo 203. Cuando la ejecución de la sentencia afecte gravemente  a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, éste podrá solicitar o la Suprema Corte de Justicia disponer de oficio su cumplimiento sustituto.

La solicitud del quejoso podrá presentarse en la vía incidental a partir del momento en que cause ejecutoria la sentencia y hasta antes de que se tenga por cumplida.

El órgano jurisdiccional resolverá lo conducente y en caso de que proceda determinará la forma y cuantía de la restitución”

III.  LA IMPORTANCIA DEL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO

La importancia del cumplimiento de las sentencias que conceden el amparo amerita en un proyecto  de nueva ley, que el capítulo del cumplimiento sustituto se desarrolle con mayor amplitud y claridad, a fin de no dejar duda en cuanto a las hipótesis de procedencia, sujetos legitimados para promover el incidente de cumplimiento sustituto, el tiempo en que debe promoverse, la forma en que se debe tramitar el medio de impugnación  para combatir las resoluciones que se dicten en el incidente, los sujetos obligados a cubrir la restitución y los procedimientos para hacer efectiva la liquidación de los daños y perjuicios.

IV.  LA HIPOTESIS DE  PROCEDENCIA DEL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO

El artículo 203 del Proyecto de Ley de Amparo no es suficientemente claro en cuanto a las hipótesis de procedencia.  De su interpretación literal se desprende una sola hipótesis que se refiere a los casos en los que la ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso.

La hipótesis señalada es prácticamente la que consigna la fracción XVI, segundo párrafo del artículo 107 Constitucional, con la salvedad de que el proyecto de la Ley de Amparo no incluye el caso en que la ejecución de la ejecutoria de amparo afecte gravemente a terceros.

El primer párrafo del artículo 203 del proyecto se establece que en la hipótesis mencionada, el quejoso puede solicitar o la Suprema Corte disponer de oficio su cumplimiento sustituto.

En seguida, el segundo párrafo del mismo numeral dispone cuándo puede presentarse la solicitud del quejoso.    Se entiende que es la solicitud a que se refiere el primer párrafo, el cual, como ya se comentó, sólo contiene una hipótesis de procedencia del cumplimiento sustituto.

Se considera que puede mejorarse el artículo 203 del proyecto estableciendo una o  dos hipótesis mas de procedencia y mejorando la que contiene el citado numeral.

De acuerdo con las ideas ya expuestas, el incidente de cumplimiento sustituto tiene su origen en la imposibilidad material del cumplimiento de las sentencias de amparo, por tanto, debe ser procedente en estos casos. De otra manera, no hay fundamento para abrir el incidente, en los términos que esta redactado él artículo 203 del proyecto, que no incluye la hipótesis de imposibilidad material o legal para cumplir las sentencias de amparo.

Una tercera hipótesis sería la consignada en la parte final del segundo párrafo, fracción XVI, del artículo 107 de la Constitución Federa, que dispone:

“Igualmente el quejoso podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto permita”
Esta norma concuerda en lo esencial con el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo.   Los únicos requisitos de procedencia para esta hipótesis son que la naturaleza del acto lo permita y que el quejoso solicite el cumplimiento sustituto. 

No obstante, esta ultima hipótesis debe verse con reserva ya que los criterios de los Tribunales de Amparo no son uniformes y un sector se pronuncia porque no se deje en manos de los quejosos elegir libremente el cumplimiento sustituto.   La primera hipótesis, que es la contenida en el artículo 203 del proyecto puede  mejorarse incluyendo a los terceros a los que se refiere la fracción XVI del artículo 107 Constitucional, a fin de que la Ley de Amparo sea congruente con la norma suprema.

La tercera hipótesis de procedencia solo se indica como una forma de interpretación del cumplimiento sustituto, atendiendo a la normatividad vigente.   Sin embargo atendiendo el criterio predominante de los Tribunales de  Amparo, se propone que solo se pueda dar curso a la solicitud de cumplimiento sustituto formulada por el quejoso en tres supuestos:

1º.  En el caso en que el cumplimiento pueda ocasionar mayores perjuicios a la sociedad o a terceros.

2º.  En el caso de que las autoridades responsables se nieguen a dar cumplimiento a las ejecutorias de amparo.

3º. En el caso de imposibilidad material o jurídica para cumplir la ejecutoria de amparo. 

Con lo anterior  se pretende evitar que el quejoso pueda optar por el cumplimiento sustituto en cualquier hipótesis en que la naturaleza del acto lo permita, ya que si el cumplimiento de la ejecutoria es posible y la autoridad responsable desea cumplir no hay razón para comercializar el juicio de amparo y evadir su fin natural, que es el restablecimiento del orden constitucional violado, mediante la restitución al quejoso en el disfrute de sus garantías.

Por otra parte, también se propone que las autoridades responsables puedan solicitar el cumplimiento sustituto cuando exista imposibilidad material o legal para el cumplimiento ordinario de las ejecutorias de amparo.

V.  SUJETOS LEGITIMADOS

Tanto la Constitución como la Ley de Amparo y el proyecto de nueva ley reglamentaria son uniformes al conceder legitimación al quejoso para solicitar el cumplimiento sustituto y en concederle la facultad a la Suprema Corte para decretar de oficio ese cumplimiento cuando la ejecución afecte gravemente a la sociedad.  (o a terceros)

La norma constitucional no dice a cuales terceros se refiere, pero resulta evidente que no alude a los terceros perjudicados sino a personas físicas o morales, o instituciones ajenas al juicio de amparo.

En esta hipótesis de procedencia del incidente de cumplimiento sustituto deberá concederse también legitimación al Ministerio Público, que es el representante de la sociedad, ya que estaría en aptitud, como parte en el juicio de amparo, de advertir los casos en que la ejecución de las sentencias de amparo redundaría en un perjuicio a la sociedad mayor que el beneficio que obtendría el quejoso.

Incluso sería conveniente legitimar a los terceros que resentirían mayores perjuicios con la ejecución a fin de que tuvieran oportunidad de actuar en salvaguarda de sus intereses, cuando la Suprema Corte o el quejoso no solicitarían el cumplimiento sustituto.

VI.  OPORTUNIDAD PARA PROMOVER EL INCIDENTE

Como son varias las hipótesis, habría necesidad de establecer distinciones.

a) PRIMERA HIPÓTESIS

Cuando se causen mayores perjuicios a la sociedad o terceros, la Suprema Corte puede decretarlo de oficio, una vez que hubiere determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado.

El quejoso podría también solicitarlo  con la misma oportunidad, es decir cuando se determine el incumplimiento o repetición del acto, ante la negativa evidente de las autoridades responsables a cumplir con la ejecutoria de amparo.

b) SEGUNDA HIPÓTESIS

Cuando la autoridad o autoridades responsables se nieguen a cumplir las ejecutorias de amparo.  En estos casos la solicitud debe formularse con la misma oportunidad de la primera hipótesis. 

c) TERCERA HIPÓTESIS

Cuando hay imposibilidad material o legal, a partir de que el quejoso tenga conocimiento de esa imposibilidad.

VII.  LA FORMA EN QUE SE DEBE DE TRAMITAR

En el proyecto se propone que se tramite el cumplimiento sustituto por medio de un incidente.  Sin embargo, en realidad se presentan dos aspectos a resolver:

PRIMERO. El relativo a determinar si procede el cumplimiento sustituto; y 

SEGUNDO. Establecer la cuantificación de los daños y perjuicios.

Lo anterior se corrobora con la lectura del tercer párrafo del artículo  203 del  proyecto, conforme al cual se resolvería en primer lugar si procede el cumplimiento y de ser así, se determinará la forma y cuantía de la restitución, por lo cual se propone que se establezcan dos incidentes:

“El cumplimiento sustituto y el de la liquidación de daños y perjuicios”

Los incidentes deberán tramitarse en la forma prevista en el capítulo de incidentes y en lo no previsto, acorde al Código Federal de Procedimientos Civiles.

VIII.  IMPUGNACION

El artículo 95, fracción I, inciso d) del Proyecto de Ley de Amparo, establece la procedencia del recurso de queja contra las resoluciones que decidan el incidente de reclamación de daños y perjuicios.

Puede advertirse que al referirse este numeral el incidente lo hace con un nombre distinto al que señala el artículo 202 del Proyecto de Ley de Amparo, ya que este último numeral  lo denomina incidente de cumplimiento sustituto y el artículo 95 lo llama incidente de reclamación de daños y perjuicios, lo que corrobora la idea de que en realidad se trata de dos aspectos distintos de un mismo problema, que para mejor tratamiento podrían ventilarse en incidentes distintos, por lo que se propone que el artículo 95 fracción I inciso d) comprenda ambas resoluciones.

Otros aspecto a tomar en cuenta es que el artículo 95 fracción X de la Ley de Amparo establece la procedencia del recurso de queja:

“contra las resoluciones que pronuncien los Jueces de Distrito en el caso previsto en la parte final del artículo 105 de este ordenamiento”

Lo anterior se debe a que porque el artículo 105 se refiere al cumplimiento de sentencias dictadas en amparo indirecto o en revisión, por lo que se entiende que el cumplimiento sustituto de las sentencias que regula el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo es procedente únicamente contra sentencias dictadas en amparo indirecto o en revisión, cuyo cumplimiento le corresponde velar a los jueces de distrito, razón por la cual se propone que el artículo 95 fracción I, inciso d), establezca que la queja procede contra resoluciones incidentales dictadas por los jueces de distrito en los incidentes de cumplimiento sustituto y de liquidación de daños y perjuicios.

IX. RESPONSABILIDAD DE PAGO DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS 

Es conveniente que en el proyecto de nueva Ley de Amparo se establezca a quien le corresponde la obligación de cubrir los daños y perjuicios que origine el cumplimiento sustituto.

Tomando en cuenta que el amparo deriva de actos de autoridad emanados del ejercicio de la función pública, los daños y perjuicios deben comer  a cargo de las autoridades responsables, como órganos o entidades de gobierno, por lo que no deberá recaer en las personas físicas que desempeñan los cargos correspondientes. 

Se trata de una responsabilidad del Estado por actos de autoridad de sus empleados públicos, por lo que la obligación le corresponde al Estado para resarcir a los particulares de los daños y perjuicios ocasionados por actos inconstitucionales.    

Lo anterior sin perjuicio de las sanciones administrativas que se puedan imponer a las autoridades responsables.    





Establecer una responsabilidad a cargo de los funcionarios públicos  en su patrimonio privado significaría desconocer  el origen del cumplimiento sustituto, que es la necesidad de evitar que las sentencias de amparo queden incumplidas, lo que se provocaría ante la imposibilidad de muchos funcionarios de cubrir con su patrimonio el monto de los daños y perjuicios.

X.  UNA VIA ALTERNA

Es conveniente establecer como vía alterna el cumplimiento sustituto  los convenios de liquidación que voluntariamente fijen el quejoso y las autoridades responsables, siempre que a estas se les faculte  por la ley de la materia para celebrar esos convenios, los cuales deberán ser aprobados jurídicamente.

XI.  MODIFICACIONES QUE SE PROPONEN AL PROYECTO DE LEY DE AMPARO 

CAPITULO IV

CUMPLIMIENTO SUSTITUTO

Artículo 202. El incidente de cumplimiento sustituto tendrá por efecto que se determine que es procedente este tipo de cumplimiento, al actualizarse alguna de las  hipótesis de procedencia que se señalan en el artículo siguiente.

Cuando se determine procedente este incidente, el Juez de oficio ordenará la apertura del incidente de cuantificación de daños y perjuicios.

Estos incidentes se tramitarán en la forma que previene el Capítulo IX, titulo I  de esta ley y en lo no previsto se aplicará la norma supletoria.

El monto de los daños y perjuicios aprobados mediante la resolución correspondiente será cubierto por el Estado, por conducto de las autoridades responsables, con cargo a la partida correspondiente del presupuesto de egresos.

Artículo 203. Habrá lugar a solicitar el cumplimiento sustituto de las ejecutorias de amparo, por parte del quejoso, en los siguientes casos:

a)  Cuando la ejecución de la sentencia de amparo cause mayores perjuicios a la sociedad o terceros, que el beneficio económico que podría obtener el quejoso.

En este supuesto el quejoso  podrá solicitar el cumplimiento sustituto una vez que la Suprema Corte hubiere determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado.  Asimismo,  podrá solicitar el cumplimiento sustituto el Ministerio Público, como representante de los derechos de la sociedad. 

La Suprema Corte  podrá decretar de oficio el cumplimiento sustituto en estos casos tan pronto hubiere determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado.

b) Cuando exista imposibilidad material o jurídica para cumplir la ejecutoria de amparo.  El quejoso podrá solicitar el cumplimiento sustituto a partir de que tenga conocimiento de esa imposibilidad.

La autoridad o autoridades responsables también podrán solicitar el cumplimiento sustituto en estos casos.

c) Cuando la autoridad o autoridades responsables se nieguen al cumplimiento de la ejecutoria de amparo.

En este supuesto el quejoso podrá solicitar el cumplimiento sustituto tan pronto la Suprema Corte determine el incumplimiento o repetición del acto reclamado.


CAPITULO XI

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN

SECCION SEGUNDA

RECURSO DE QUEJA

Artículo 95. El recurso de queja procede:

I. En amparo indirecto, contra las siguientes resoluciones.

… d) La que decidan los incidentes de cumplimiento sustituto y de cuantificación de daños y perjuicios.

JOAQUIN GALLEGOS FLORES

MAGISTRADO DEL TERCER TRIBUNAL  UNITARIO

EL ARRAIGO DOMICILIARIO.

Propuesta Modificación del articulo 160 segundo párrafo, Segunda parte, sección Tercera, Capitulo I, Titulo segundo.

La propuesta del suscrito ponente es muy concreta, el articulo 160 segundo párrafo, Segunda parte, sección Tercera, Capitulo I, Titulo segundo, estatuye:

Artículo 160. Cuando el acto reclamado consista en la orden de arraigo la suspensión tendrá por efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso. El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigido.

 

“De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso.”

Lo anterior resulta una incongruencia, ya que la constitución en su artículo 14 norma que nadie podrá ser privado de la  libertad, y es potencialmente claro que se hace alusión a la libertad física, entendiéndola como  sentido opuesto al de detención, prisión,  encarcelamiento u otro sinónimo, 1 de ahí que si el segundo párrafo del articulo 160 del proyecto de la ley de amparo prevé que en casos necesarios la suspensión en contra de la orden de arraigo, podrá tener el efecto de que se ejecute en el domicilio del quejoso es claro que se viola el orden constitucional, aun cuando se ha sostenido por el Poder Judicial Federal, de que la ley de amparo no puede violar garantías, ya que las protege, pero resulta difícil de valorar el hecho de que   el arraigo ha sido declarado o la Primera Sala de la Suprema Corte  como violatoria de la libertad personal  en la tesis de jurisprudencia que se cita.

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: X, Noviembre de 1999

Tesis: 1a./J. 78/99        

Página:    55

ARRAIGO DOMICILIARIO, ORDEN DE. AFECTA LA LIBERTAD PERSONAL.  La orden de arraigo domiciliario prevista por el artículo 133 bis del Código Federal de Procedimientos Penales, antes y después de su reforma mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, al obligar a la persona en contra de quien se prepare el ejercicio de la acción penal siempre y cuando exista el riesgo fundado de que se sustraiga a la acción de la justicia, a permanecer en un domicilio bajo la vigilancia de la autoridad investigadora y persecutora, trae como consecuencia la inmovilidad de su persona en un inmueble, por tanto, es un acto que afecta y restringe la libertad personal que puede ser susceptible de suspensión en términos de lo dispuesto por los artículos 130, 136 y demás relativos de la Ley de Amparo, si para ello se cumplen los requisitos exigidos por la misma ley.

Contradicción de tesis 3/99. Entre las sustentadas por una parte, por los Tribunales Colegiados Cuarto en Materia Penal del Primer Circuito y Primero del Décimo Octavo Circuito y, por otra, por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 20 de octubre de 1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Ministro Juan N. Silva Meza. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Óscar Mauricio Maycott Morales.

Tesis de jurisprudencia 78/99. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veinte de octubre de mil novecientos noventa y nueve, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: Ministro Juan N. Silva Meza.

Entonces si bien ha sido declarado, después de 83 años de jurisprudencia por parte  del segundo mas alto Tribunal del país que la orden de arraigo violenta la libertad personal, y  trae como consecuencia la inmovilidad de su persona en un inmueble, por tanto, es un acto que afecta y restringe la libertad personal que puede ser susceptible de suspensión,  se me hace ilógico que  ahora se pretenda incluir una facultad discrecional al Juez de Distrito que conoce del amparo indirecto en contra de la orden de arraigo, (que mas que discrecional es omnímoda),  pues no se establecen requisitos para la procedencia del efecto de que se lleve a cabo en el domicilio del quejoso, como por ejemplo que se trate delito grave calificado así por la ley, etc. 

De lo anterior se desprende dos vertientes la primera que se elimine ese segundo párrafo por que violenta la libertad personal del sujeto al obligarlo a permanecer en su domicilio y la segunda que se establezcan requisitos para la procedencia del efecto de que se lleve a cabo el arraigo en el domicilio del quejoso.

En cuanto a la primera,  la cual considero mas apropiada ya que el primer párrafo del articulo 160 establece que “El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigido” por lo que resulta desacertado e improcedente que si este primer párrafo da facultades al Juez de Distrito para tomar la medidas necesarias para que el quejoso no evada de la acción de la justicia,  como el presentarse ante la autoridad  que solicito el arraigo, también puede decretarse la vigilancia de la autoridad,  sin que sea necesario que se lleve a cabo el arraigo en el domicilio del quejoso, por lo que  no es imperioso que se ordene que el arraigo sea domiciliario. Ya que como se ha dicho el efecto de la suspensión de la orden de arraiga si afecta la libertad personal, y por ende nadie puede ser privado de su libertad, aun cuando esta medida cautelar, tenga el propósito sano de que el quejoso no se escape de la acción de la justicia. Y si el propósito de la suspensión basada en el famoso y novedoso principio “fumus boni iuris”  o apariencia del buen derecho este también debe de ser aplicable en el amparo contra una orden de arraigo, principio que se cita:

Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: III, Abril de 1996

Tesis: P./J. 15/96

Página:    16

SUSPENSIÓN. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE, SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL ARTICULO 124 DE LA LEY DE AMPARO, HACER UNA APRECIACIÓN DE CARÁCTER PROVISIONAL DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO. La suspensión de los actos reclamados participa de la naturaleza de una medida cautelar, cuyos presupuestos son la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora. El primero de ellos se basa en un conocimiento superficial dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso. Dicho requisito aplicado a la suspensión de los actos reclamados, implica que, para la concesión de la medida, sin dejar de observar los requisitos contenidos en el artículo 124 de la Ley de Amparo, basta la comprobación de la apariencia del derecho invocado por el quejoso, de modo tal que, según un cálculo de probabilidades, sea posible anticipar que en la sentencia de amparo se declarará la inconstitucionalidad del acto reclamado. Ese examen encuentra además fundamento en el artículo 107, fracción X, constitucional, en cuanto establece que para el otorgamiento de la medida suspensional deberá tomarse en cuenta, entre otros factores, la naturaleza de la violación alegada, lo que implica que debe atenderse al derecho que se dice violado. Esto es, el examen de la naturaleza de la violación alegada no sólo comprende el concepto de violación aducido por el quejoso sino que implica también el hecho o acto que entraña la violación, considerando sus características y su trascendencia. En todo caso dicho análisis debe realizarse, sin prejuzgar sobre la certeza del derecho, es decir, sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, ya que esto sólo puede determinarse en la sentencia de amparo con base en un procedimiento más amplio y con mayor información, teniendo en cuenta siempre que la determinación tomada en relación con la suspensión no debe influir en la sentencia de fondo, toda vez que aquélla sólo tiene el carácter de provisional y se funda en meras hipótesis, y no en la certeza de la existencia de las pretensiones, en el entendido de que deberá sopesarse con los otros elementos requeridos para la suspensión, porque si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso, deberá negarse la suspensión solicitada, ya que la preservación del orden público o del interés de la sociedad está por encima del interés particular afectado. Con este proceder, se evita el exceso en el examen que realice el juzgador, el cual siempre quedará sujeto a las reglas que rigen en materia de suspensión.

Contradicción de tesis 3/95. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo del Sexto Circuito. 14 de marzo de 1996. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Juventino V. Castro y Castro y Humberto Román Palacios por estar desempeñando un encargo extraordinario. Ponente: Olga María del Carmen Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Marco Antonio Rodríguez Barajas.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el ocho de abril en curso, aprobó, con el número 15/1996, la tesis de jurisprudencia que antecede. México, Distrito Federal, a ocho de abril de mil novecientos noventa y seis.

Por lo que concluyendo la orden de arraigo no debe de ser domiciliada, sino que el efecto que se conceda a la suspensión debe de ser el que cese el arraigo, o se suspenda en forma definitiva, como lo prevé el primer párrafo del articulo 160 en estudio, claro que deben de tomarse las medidas necesarias para que la persona no se evada de la acción de la justicia, pero sin vulnerar la constitución y la jurisprudencia ya establecida, que por cierto tardo mucho en establecerse para que por un simple plumazo de legisladores se desvanezca y se declare obsoleta.

Con relación a la segunda proposición expreso que  en un momento dado que no sea considera la primera, ad cautelam,  deben de establecerse requisitos previos para que la orden de arraigo pueda ser domiciliada, como por ejemplo que se trate de delito grave considerado así por la ley, para justificar adecuadamente la posibilidad de que el quejoso pueda evadirse de la acción de la justicia, al saber que  si se llega a negar el amparo solicitado pretenda evadirse de la justicia, al entender perfectamente que no gozara de libertad provisional, pues si bien uno debe de apegarse al sano criterio de los jueces federales, también es cierto que los criterios son dispersados y no uniformes, como se ha logrado ver en el hecho de que durante la Novena época, se han resuelto, mayor cantidad de contradicciones de tesis  que durante la Sexta, Séptima y Octava épocas,  por lo que  no debe de dejarse  de una manera tan absoluta la facultad discrecional  de ordenar el arraigo domiciliario a los juzgadores,  ya que en la praxis, se ha demostrado que siempre que existe un articulo elástico, siempre se abusa de este, ya que no se  establecen requisitos fijos para ejercer una facultad discrecional, y se abusa de esta, por lo que la facultad en este tipo de casos, debe ser señalada perfectamente, sin que quede lugar a duda cuando debe de decretarse el arraigo en la residencia del quejoso.

1. Jorge Reyes Tabayas. Derecho Constitucional aplicado a la especialización en amparo. p. 274  Ed. Themis.

CONCLUSIONES:

I. Debe de ser suprimido el segundo párrafo del articulo 160 del Proyecto de la ley de amparo.

II. Debe de establecer requisitos específicos para decretar un arraigo domiciliario, y no dejarlo como una facultad discrecional Juzgador de amparo, ya que en la practica se abusa  de este tipo de potestades omnímodas.

JORGE GUILLERMO GARCIA SUAREZ CAMPOS

PONENCIA RELACIONADA CON LA PROPUESTA

DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO

PONENTE:

Magistrado Hugo Gómez Avila.

ADSCRIPCION:

Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito.

TEMA: 

“Desvinculación de las acciones en el laudo”

OBJETIVO:

Dar entero cumplimiento al artículo 17 de la Constitución Federal, que establece una administración de justicia pronta.

INTRODUCCION:

En la materia de trabajo, cuando el empleado promueve su demanda laboral, en la mayoría de los casos, ejerce mínimo cinco acciones desvinculadas unas de otras; esto es, para la procedencia de una, nada tienen que ver las demás.

Sin embargo, siempre hay una acción que motivó la presentación de la demanda laboral, que podríamos identificar como la principal, como pudiera ser que el trabajador alegue fue despedido injustificadamente, en cuyo caso, respecto del despido, ejerce la acción de indemnización constitucional, salarios caídos y prima de antigüedad.

Pero además, resulta que aprovechando la promoción de la demanda laboral, ejerce diversas acciones, como pudieran ser: salarios devengados no cubiertos, vacaciones, prima vacacional, horas extras, prima dominical, días festivos, etcétera.

DESARROLLO DEL TEMA:

La problemática en este tipo de asuntos, se genera cuando la demanda laboral resulta obscura en cuanto a una acción que podríamos identificar como secundaria, verbigracia: pago de horas extras.

O sea, la demanda resultó obscura en lo concerniente a esa acción de pago de horas extras y el laudo, desde luego, fue absolutorio, dado que se declara fundada la excepción de obscuridad opuesta por la demanda y, por otro lado, también absuelve por indemnización constitucional, salarios caídos y prima de antigüedad, y en contra del laudo, el trabajador promueve amparo directo.

Ya instaurado el juicio de amparo en el Tribunal Colegiado, éste tiene como obligación, en suplencia de la queja deficiente, o bien cuando se alegue en concepto de violación, advertir esa violación procesal, consistente en que la Junta no cumplió con lo que establecen los artículos 685, 873, último párrafo y 878, fracción II de la Ley Federal del Trabajo, al no mandar aclarar la demanda en lo relativo a horas extras, que resultó obscura.

Por otro lado, se tiene que dicha violación procesal es reclamable en amparo directo. 

Ahora bien, si el Tribunal Colegiado como comúnmente sucede casi en todos los casos, advierte dicha violación procesal, procede en los siguientes términos:  

Al advertir que hubo esa violación procesal, otorga el amparo para el efecto de que el laudo quede insubsistente (todo) y ordena la reposición del procedimiento para que se mande aclarar la demanda y hecho lo anterior, después dicte un nuevo laudo en donde resuelva toda la litis. 

Lo anterior, pugna con el contenido del artículo 17 constitucional, dado que la justicia en ese caso resulta contraria a las directrices que establece tal norma constitucional, en el sentido de que debe ser pronta.

Lo anterior, por las razones siguientes:

Recordemos que la acción que resultó obscura sólo fue una, la relacionada con el pago de horas extras.

Las demás acciones relacionadas con la acción principal, como indemnización constitucional, salarios caídos, prima de antigüedad, no resultaron obscuras, ni por otra parte hubo, tocante a ellas, alguna otra violación procesal, lo cual permitiría con facilidad al Tribunal Colegiado, estudiar en el amparo directo, todo lo relacionado con la litis vinculada con el despido, a fin de determinar si el trabajador fue o no objeto de un despido injustificado.

Así pues, estimo que lo correcto, que debe hacer el Tribunal Colegiado, es:

1. Que desde el primer amparo defina la controversia relacionada con la acción principal derivada del despido, y determine si proceden o no las reclamaciones relativas, conforme el estudio que haga del laudo y los conceptos de violación. 

2. Respecto de la acción que resultó obscura, mande reponer el procedimiento, estableciendo que quedará desvinculada del laudo, y así, se mande aclarar la demanda, sólo en lo referente a horas extras. 

Hecho lo anterior, seguido que sea el juicio por sus trámites legales, con posterioridad, pronuncie otro laudo en el que únicamente se trate la procedencia o improcedencia de las horas extras reclamadas. 

Sólo de esta manera, se logrará una justicia pronta, como lo exige la Constitución Federal. 

El criterio anterior, dio cabida a una tesis sustentada por el Tribunal Colegido al que estoy adscrito y aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, tomo X, octubre de 1999, página 1263 y que a continuación se transcribe:

“DEMANDA LABORAL, OSCURIDAD DE LA, RESPECTO DE PRESTACIONES DESVINCULADAS DE LA ACCION PRINCIPAL. LA RESOLUCION QUE SE EMITA EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL LAUDO RESPECTIVO DEBE DECIDIR EL FONDO DE LA PRINCIPAL Y DEMAS ACCIONES SECUNDARIAS QUE NO SEAN OSCURAS E IRREGULARES Y ORDENAR LA REPOSICION DEL PROCEDIMIENTO PARA QUE SE MANDE ACLARAR UNICAMENTE POR LO QUE VE A ESTAS ULTIMAS QUE SI PRESENTEN ESAS CARACTERISTICAS. De acuerdo con la jurisprudencia número 75/99, sustentada por  la Segunda Sala de la Honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación, aprobada el treinta de abril de mil novecientos noventa y nueve, cuyo rubro es el siguiente: “DEMANDA LABORAL. LA JUNTA DE CONCILIACION Y ARBITRAJE DEBE MANDAR PREVENIR AL TRABAJADOR PARA QUE LA CORRIJA O ACLARE CUANDO SEA IRREGULAR O INCURRA EN OMISIONES.”, las Juntas de Conciliación y Arbitraje tienen la obligación de mandar aclarar la demanda cuando ésta es oscura, irregular o se incurra en omisiones, de tal forma que si no lo hacen, en el amparo directo que promueva el trabajador o sus beneficiarios, procederá en consecuencia respecto de las acciones que hayan resultado con esa deficiencia, dejar sin efecto el laudo reclamado y mandar reponer el procedimiento para que la Junta mande aclarar lo correspondiente. Además, la violación respectiva es materia de dicho amparo directo, según la diversa jurisprudencia de la Honorable Segunda Sala, número 47/99, aprobada el veintiuno de mayo de mil novecientos noventa y nueve, que tiene el siguiente rubro: “DEMANDA LABORAL. LA OMISION DE LA JUNTA DE PREVENIR AL TRABAJADOR O A SUS BENEFICIARIOS PARA SUBSANAR LOS DEFECTOS O IRREGULARIDADES EN AQUELLA, DEBE RECLAMARSE EN EL AMPARO DIRECTO QUE SE PROMUEVA CONTRA EL LAUDO.” . En la materia de trabajo por regla general, al ejercerse una acción, que sería la principal, como por ejemplo, la indemnización constitucional o reinstalación a causa de un despido injustificado, se hacen valer otras acciones secundarias desvinculadas de la anterior, verbigracia, aguinaldo, vacaciones, su prima, horas extras, días de descanso obligatorio, etcétera. También resulta que en ocasiones, el Tribunal Colegiado al conocer de un amparo directo en contra de un laudo, encuentra que respecto de las acciones vinculadas con el despido o cualquier otra que se haya ejercido como principal, puede válidamente, por no existir oscuridad ni otro obstáculo, decidir lo correspondiente en torno a lo resuelto por la Junta responsable; esto es, determinar si existió o no el despido injustificado alegado, lo cual implicaría, de estimar que no lo hubo, la improcedencia de las prestaciones respectivas como serían la indemnización constitucional o reinstalación, más los salarios caídos y la prima de antigüedad, en el supuesto de que se haya optado por la indemnización, o bien, de existir el despido injustificado, se generarían dichas prestaciones en favor del operario. Sin embargo, en lo referente a otras acciones, puede resultar que la demanda en diverso aspecto, por ejemplo en horas extras, hubiera sido obscura e irregular y que la Junta no la haya mandado aclarar conforme procediera, caso en el cual, tales deficiencias obligaron a dictar un laudo absolutorio. Asentado lo anterior, el estudio que en la sentencia del Tribunal Colegiado podría presentarse, sería en dos formas: 1. Que el órgano de control constitucional advierta que una de las acciones secundarias, como horas extras, resultó oscura; en tal supuesto otorgaría el amparo para que dejara insubsistente el laudo reclamado, ordenando a la autoridad responsable reponer el procedimiento desde la admisión de la demanda, a fin de que la mande aclarar como corresponda; hecho lo anterior, continúe el juicio por sus etapas legales y en su oportunidad dicte nuevo laudo en el que decida lo correspondiente a todas las prestaciones reclamadas, como son las vinculadas con el despido y demás prestaciones secundarias, tales como horas extras (que en un principio resultó oscura), etcétera. 2. Que en la sentencia de amparo se analice todo el aspecto vinculado con la acción ejercida con motivo del despido, para lo cual se estimaría si el trabajador fue o no objeto de separación injustificada; y así, de estimar que no lo hubo, declarará infundados los conceptos de violación; en cambio, de considerar que sí existió dicho despido, y que en los dos supuestos anteriores también resultó oscura la acción de horas extras, entonces el efecto del amparo sería el consistente en que la Junta dejara sin efecto el laudo reclamado de dos formas, dependiendo de lo siguiente: a) Si se estimó que no hubo despido injustificado, la Junta por mandamiento de la sentencia protectora, dejaría subsistente el laudo reclamado, en el que quedaría vigente la absolución relacionada con las prestaciones vinculadas con el despido y desligaría del laudo la acción de horas extras, a fin de reponer el procedimiento para que se mande aclarar la demanda conforme procediera y satisfecho lo anterior, en su oportunidad emitiría un nuevo laudo, en el que sólo atendería la litis que se haya establecido tocante a esa prestación; b) En cambio, de estimar que el trabajador fue despedido injustificadamente, el efecto del amparo consistirá en que la Junta del conocimiento deje insubsistente el laudo reclamado, a fin de que condene a las prestaciones vinculadas con el despido en el nuevo laudo que dicte y como también se estimó oscura la demanda, en lo concerniente a horas extras, en ese aspecto desligará  del laudo la acción de horas extras y repondrá el procedimiento para los efectos ya precisados en el inciso a). De lo anterior se obtiene que en la segunda opción, en realidad el juicio laboral llegará a estar formado por dos laudos y dos procedimientos, uno respecto de la acción vinculada con el despido y sus prestaciones, y el otro, correspondiente a una acción desvinculada con la anterior (horas extras). Ahora bien, se estima que lo procedente para decidir el juicio de amparo es elegir la segunda forma de resolver, esto es, decidir lo relativo al fondo de la acción relacionada con el despido y, en otro aspecto, reponer el procedimiento en los términos precisados. Este modo de resolver no es el acostumbrado conforme a la técnica del amparo; sin embargo, razonablemente es lo mejor para las partes, dado que en la hipótesis de estimar no probada la acción vinculada con el despido, sabrán de inmediato la decisión del tribunal de garantías y el actor, por consiguiente, que no tuvo derecho a las prestaciones respectivas y ello evitará que con una reposición total del procedimiento, esperen otro tiempo más para llegar a conocer la decisión sobre la acción fundamental ejercida. Por otro lado de estimar procedente y probada la aludida acción, el actor se verá favorecido de inmediato con el pago de la indemnización constitucional o reinstalación y salarios caídos, así como la prima de antigüedad en caso de haber optado por la primera; por su parte, el patrón en cumplimiento del laudo ya no pagará más salarios caídos desde el momento en que efectúe el pago, de manera tal que sería injusto para ambas partes que no se decidiera el derecho, pudiendo hacerse, bajo el argumento de la reposición de todo un procedimiento por una prestación secundaria que nada tiene que ver con la ejercida como principal, lo que además provocaría que el nuevo procedimiento generara más salarios caídos para la fuente de trabajo y así, observando la norma constitucional consignada en el artículo 17, en el sentido de que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que emitirán sus resoluciones de manera pronta, es por lo que desde un punto de vista razonable, la acción fundamental debe estudiarse en el amparo, de manera inmediata, si no existe impedimento para ello, aunque, respecto de otra u otras acciones, deba ordenarse la reposición del procedimiento.

Cabe precisar, que actualmente el criterio anterior ya constituye Jurisprudencia y está en trámite la formalidad correspondiente para que se publique como tal. 

Cabe hacer notar, que el tema anterior se propuso como ponencia en el último Congreso Nacional de Magistrado de Circuito.

Dicha ponencia no fue aprobada.

Se puso a votación y por mayoría se desechó.                                  

La diferencia de votos fue de dos.

Las manifestaciones en contra del criterio no fueron de fondo, sino de técnica, porque se argumentó: “Va contra la técnica del amparo”.

O sea, no aceptaron que en un mismo juicio pueda haber dos laudos, sino que estimó la mayoría que en un solo laudo deben tratarse todas las acciones.

No obstante lo anterior, los objetantes del criterio adujeron: “Pero es buena la idea”.

De lo anterior se obtienen las siguientes conclusiones:

a).  Elegir la aplicación de la técnica del amparo, o;

b).  Dar cumplimiento estricto al artículo 17 constitucional.

Estimo que en todo caso, se debe sacrificar la técnica y aplicar la norma constitucional, en el sentido de que la justicia debe ser pronta.   

Así las cosas, las partes en el juicio verían una solución pronta  a la controversia relacionada con la acción principal (que en realidad en esencia es la que les interesa). 

Por otro lado, no se dejaría en estado de indefensión al trabajador, pues se mandaría aclarar la demanda en la parte que resultó obscura.

PROPUESTA DE ADICION:

Artículo __: En el amparo directo laboral, si el Tribunal Colegiado advierte alguna violación procesal, relacionada con una acción secundaria, y la principal no tiene ese problema, ni otro que implique la reposición del procedimiento, procederá a estudiar el fondo del asunto en cuanto a las acciones que no presentan dicha irregularidad y mandara reponer el procedimiento en aquellas que sí lo ameriten.

Guadalajara, Jalisco, octubre 20 de 2000

MAGISTRADO HUGO GOMEZ AVILA

EFECTOS DE LA JURISPRUDENCIA EN LA DECLARACIÓN GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD

Autor:

Lic. Javier González Gutiérrez

Presidente del Colegio de Abogados 

del Estado de Aguascalientes.

Agradezco al Sr. Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que me haya invitado, en mi carácter de Presidente del Colegio de Abogados del Estado de Aguascalientes, a participar en los trabajos de este “Congreso Nacional de Juristas para analizar el proyecto de una Nueva Ley de Amparo”, en el que se tiene como objetivo, consultar a los convocados sobre la conveniencia de realizar un proyecto que como Iniciativa de una nueva Ley de Amparo, se pueda presentar ante el H. Congreso de la Unión.

De orígenes remotos, el juicio de amparo se gesta y consolida en el siglo XIX y ha sido hasta hoy, uno de los más importantes legados que en materia jurídica, ha dado México al mundo.

El Juicio de Amparo, originalmente simplificado de procedimientos, ha ido evolucionando para llegar a ser cada vez más técnico y complejo: evolución que culmina el 15 de enero de 1988, fecha en que entran en vigor las últimas grandes reformas a la ley que lo regula; con ellas, se deja a la Suprema Corte de Justicia la interpretación de la Constitución, en tanto que corresponde a los Tribunales de Circuito, la interpretación de las leyes ordinarias.

No debemos perder de vista que el fin de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es impartir Justicia aplicando las normas constitucionales y que, igual fin tienen encomendados los Tribunales Federales, los que se han constituido para hacer justicia frente a las Autoridades y no para que las autoridades aprendan a interpretar las leyes.

El juicio de Garantías se rige por reglas o principios específicos y solo respecto de algunos de ellos se plantean excepciones, atendiendo particularmente a la naturaleza del acto reclamado, a la índole del quejoso; o bien, a los fines del propio juicio.

Uno de los principios fundamentales y esenciales de este juicio es el de la relatividad de las sentencias de amparo, llamado también “Fórmula Otero”; nombre con el que se le conoce en virtud de que, si bien es cierto que lo esbozó la Constitución Yucateca de 1840, fue al ilustre jurista Don Mariano Otero, quien lo delineó en forma explícita hasta dejarlo en los términos que posteriormente, consagró nuestra Carta Magna, en su artículo 107, fracción II.

Se afirma con razón, que el principio de relatividad que menciono, es el que ha hecho sobrevivir el juicio de amparo, en virtud a que, por su alcance, ha evitado que los poderes Ejecutivo y Legislativo, sientan una excesiva tutela por parte del Poder Judicial de la Federación y de esta manera, prevalezca el estado de derecho basado en la igualdad de los tres Poderes.

El artículo 76 de nuestra actual Ley de Amparo, reproduce la “fórmula” de referencia, ya que textualmente expresa:

“...Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo solo se ocuparan de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la Ley o acto que la motivare...”,

Con casi idénticas palabras, reproduce el artículo 71 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, ya que solamente cambia la palabra “Ley” por el de “Norma general”, adicionándole un segundo párrafo, que pudiéramos considerar como la excepción a la prevención contenida en la parte final del anterior texto, ya que el artículo 71 reitera la prohibición de hacer “...una declaración general respecto de la Norma general...” que motivó el juicio de garantías y sin embargo, en su segundo párrafo ya se plantea la posibilidad de que “...proceda hacer la declaración general de inconstitucionalidad...”; para ello, el más alto Tribunal de la Nación, deberá de aplicar las disposiciones del “Título Cuarto”, del propio Proyecto de la Nueva Ley de Amparo.

El multicitado principio de relatividad, constriñe el efecto de la sentencia en la que se conceda la protección de la justicia federal solicitada, únicamente al ámbito del quejoso, de manera que quien no haya acudido al juicio de garantías, ni haya sido amparado contra determinada ley o acto, esté obligado a acatarlos, no obstante que dicha ley o acto de la autoridad, en la aplicación de ésta, hayan sido estimados contrarios a nuestra Constitución en un juicio en el que este tercero, no fue parte quejosa.

Conforme a lo anterior, el objeto de la acción de amparo no produce una nueva situación de derecho, sino que pretende que se declare una violación previa a las garantías individuales del quejoso y que se condene a la Autoridad responsable a repararla; en consecuencia, el acto infractor de la Autoridad presupone siempre la existencia de un estado subjetivo previo, del cual se deduce la acción de amparo, por lo que no es autónoma; por esto, se ha considerado que tal acción no es constitutiva de un estado jurídico nuevo, sino que siempre será declarativa y condenatoria.

La regla en cuestión se aplica también en relación con las autoridades, pues solamente respecto de aquellas que concretamente hayan sido llamadas al juicio con el carácter de “Responsables” surte efectos la sentencia, por lo que únicamente ellas tienen el deber de obedecerla.

En toda sentencia de condena, que otorga el amparo y protección de la Justicia federal al quejoso, se obliga a la Autoridad responsable, a realizar o asumir determinada conducta; ya sea al destruir el acto combatido o abandonar su actitud, de omisión; la parte demanda queda siempre vinculada.

En el caso del amparo promovido en contra de una ley autoaplicativa, al Poder Legislativo, al que obviamente no compete vetar por la aplicación o inaplicación de la ley creada por él, sólo le corresponde el papel de espectador, ya que únicamente se enterará si la ley será aplicada o no al quejoso sin que deba satisfacer obligación alguna, ni adoptar medida alguna, respecto de la norma. Es una “parte” a quien no afecta la sentencia, NO  queda vinculado.

Es claro, en el amparo contra leyes, en que la ley secundaria es impugnada antes de su aplicación, en virtud del principio de relatividad esbozado por Don Mariano Otero, la sentencia que se pronuncie solo se ocupará de individuos particulares (personas físicas o morales), limitándose a amparar y proteger en contra de la aplicación de la Ley, a los quejosos; el efecto de la sentencia no es invalidar la ley, sino solo el de sustraer de su influjo al quejoso, hacer que a este no le sea aplicada, por lo que, para el Poder Legislativo no se deriva deber alguno, para el cumplimiento de la sentencia.

Acertadamente, el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que no existen Leyes inconstitucionales por sí mismas; criterio que se observa en la siguiente tesis jurisprudencial:

LEYES INCONSTITUCIONALES. NO EXISTEN DE PLENO DERECHO. No existen nulidades “abinitio”, pues todas las normas jurídicas son válidas mientras no se decrete su nulidad por órgano competente, y no porque los quejosos estimen que la ley viola preceptos constitucionales considerados como parte esencial de la constitución es inconstitucional la ley, pues precisamente el  órgano estatal competente, en el caso, el Poder Judicial Federal, es quien determinará si existe o no la violación de preceptos constitucionales. En materia de amparo contra leyes no existen leyes inconstitucionales de pleno derecho, y siempre se requiere que un órgano así lo decida, para considerar que la ley no debe producir consecuencias o que no debe aplicarse al caso concreto.

Apéndice, al Semanario Judicial de la Federación, 1917-1988, Primera Parte, Tribunal Pleno, pág. 227. 

El Pleno de nuestro máximo Tribunal refiere que las normas jurídicas “...son válidas, mientras no se decrete su nulidad por órgano competente...” y en el caso del amparo contra leyes, es evidente que el órgano competente, debe ser el decisorio para declarar la inconstitucionalidad de la Ley que se examina: la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que es la que establece la Jurisprudencia por reiteración para determinar la inconstitucionalidad de una norma general, criterio que se sigue en el artículo 232 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación tiene la función más alta que pueda conferirse en el orden interno de la República; la de mantener el equilibrio de las fuerzas de los dos restantes poderes que existen en nuestra forma de Gobierno sirviéndose para ello, de su autoridad como única interprete de la Constitución; interpretación que fijará al dictar una sentencia en los juicios que regula la Ley de Amparo y en aquellos que prevé el Proyecto de Ley que nos ocupa; además de establecer el alcance de la propia sentencia y el sentido y la interpretación del artículo constitucional, lo que basta para que la resolución sea trascendente con respecto a la Ley que la motivó.

La Suprema Corte señala un límite constitucional a los actos del Poder Legislativo o del Ejecutivo, este es precisamente, el papel equilibrador a que me refiero.

Ahora bien, el Título cuarto del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, refiere al Establecimiento de Jurisprudencia por reiteración de criterios o por contradicción de tesis y además, establece la posibilidad de que se formule una declaratoria general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, cuando se determine que una norma general es contraria a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El artículo 233, in fine, refiere que la Suprema Corte “...podrá convocar a quien estime conveniente...”, para que escuche y conozca sus puntos de vista respecto a los alcances de la declaratoria general de inconstitucionalidad, texto que desde luego no contiene obligación alguna para que realmente se convoque a quien deba de conocer dicha declaratoria o interpretación.

Si bien es cierto que el artículo 234, en su fracción II, establece que la declaratoria de inconstitucionalidad tendrá una “...obligatoriedad general...”, también es cierto que la fracción III, del propio artículo, obliga a la Suprema Corte para que establezca los alcances de la declaración, sin que refiera como es que la Suprema Corte pueda exigir que sus sentencias y las declaraciones que estas generan se cumplan, particularmente por quien emitió la ley declarada inconstitucional, que lo será el Poder Legislativo federal o local, en una Entidad Federativa.

La simple publicación de las declaraciones generales de inconstitucionalidad, aún y cuando la publicación sea en el Diario oficial de la Federación o en el Periódico Oficial de la Entidad Federativa en que fue legislada y publicada la norma general, no impone al Poder Legislativo ninguna obligación para que realmente cumpla con la declaratoria de la Suprema Corte.

Considero importante adicionar, en un segundo párrafo, el texto del artículo 235 del Proyecto de Ley que se analiza, con el objeto de ampliar el efecto de la publicación de la declaración de inconstitucionalidad, a fin de que una vez que se publique en el Diario Oficial de la Federación y en el Órgano Oficial de la Entidad Federativa en que se hubiese legislado la Ley o norma general declarada inconstitucional, dicha publicación tenga los efectos de un “Veto”, teniendo en cuenta que si la Suprema Corte de Justicia que es el único intérprete de la Constitución, resuelve que una norma general es inconstitucional, es absurdo que esta siga en vigor, porque continuaría con ello, la práctica de violar la constitución al aplicar la norma en cuestión.

Si la Ley es inconstitucional debe serlo para todos y no solo para los que pidieron el amparo o para aquellos que posteriormente lo pidan, acogiéndose a la obligatoriedad general que resulta de la declaratoria de inconstitucionalidad.

Veto proviene del latín “vetare” prohibir, vedar o impedir y jurídicamente consiste en la facultad que actualmente tiene  el Presidente para hacer observaciones a los Proyectos de Ley o a los Decretos en que se aprueba una Ley por el Congreso de la Unión; facultad que también se otorga al Gobernador Estatal, con respecto a las Leyes locales.

No debemos perder de vista que el veto presidencial o el gubernamental en los Estados, no es absoluto, sino suspensivo; es decir, su ejercicio no significa la prohibición o el impedimento insuperable o ineludible para que una Ley o Decreto entren en vigor, sino que significa la mera formulación de objeciones u observaciones hechas por el Ejecutivo al Congreso, con el fin de que éste discuta nuevamente la norma vetada y conforme a ellas, el Poder Legislativo con una mayoría calificada, las dos terceras partes del número total de sus integrantes, establezca si realmente son procedentes las observaciones o que las consideren inoperantes, teniendo el Ejecutivo, en este último caso, la obligación de proceder a la promulgación respectiva.

La diferencia entre la simple mayoría y los tercios de votos es considerable, pero no quita al Congreso su facultad legislativa. El privilegio del veto no tiene tal poder, porque es simplemente negativo; es la facultad de impedir, no de legislar.

Con el veto, se hecha la responsabilidad sobre un Congreso, muchas veces mal aconsejado por pasiones partidistas o intereses mezquinos de congresistas sin preparación en las leyes, para que vuelva a analizar la norma objetada; pero también se despierta la opinión pública y la pone en guarida para inducirlo o modificar su conducta; este es el efecto que se debe de buscar con la jurisprudencia de las declaraciones de inconstitucionalidad, una vez publicada y con ello, la Suprema Corte puede exigir que sus sentencias se cumplan; o cuando menos, que el Poder Legislativo, emisor de la norma inconstitucional, realice una conducta encaminada al cumplimiento de la sentencia  y deje de ser meramente espectador, como hasta el momento ocurre.

CONCLUSIÓN

Se propone adicionar un segundo párrafo al artículo 235 del Proyecto de Ley de Amparo que se analiza, con el siguiente texto:

“...La publicación de las declaraciones generales de inconstitucionalidad a que se refiere el párrafo anterior, tendrán el efecto que tienen las observaciones del Ejecutivo, previstas en el párrafo c) del artículo 72, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o sus correlativos, en las Constituciones Políticas de cada una de las Entidades Federativas...”

DR. LIC. JAVIER GONZÁLEZ GUTIÉRREZ.
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PRESENTA:
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"LAS PRUEBAS EN LOS INCIDENTES EN GENERAL, PROMOVIDOS EN AMPARO INDIRECTO, EN EL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Propuesta de reforma al Título Primero, Capítulo IX denominado “Incidentes”, Artículo 65 del Proyecto".

1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

1.1 Resulta indudable la necesidad de una actualización sustantiva y procesal de nuestro juicio de amparo, debiéndose destacar el interés despertado en diversos ámbitos y foros, de ahí las 1430 propuestas recabadas por la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, y las 113 derivadas de foros de consultas en diversas Casas de la Cultura Jurídica de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en diversas entidades federativas de nuestro país.

1.2 Debe resaltarse, por ser de elemental justicia la enorme labor que la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo desarrolló, de análisis, clasificación, sistematización, armonización e integración de todas las propuestas para una Nueva Ley de Amparo, pues los resultados son evidentemente fructíferos, reflejados en el Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que ahora nos ocupa.

1.3 Sin restar méritos y reconocimiento a lo anterior, se nos ha convocado a este foro, con la humilde misión de aportar propositivamente algo más al Proyecto de Ley de Amparo presentado por la respetable Comisión de Análisis y Propuestas.

1.4 De esta manera tenemos que tanto en la vigente Ley de Amparo como en el Proyecto presentado por la Comisión, se hace necesario prever y regular los relativos a los incidentes, destacándose que los hay nominados e inominados y también los que cuentan con un procedimiento especial y específicamente previsto en la ley para los casos de procedencia de éstos y, otros, que se sujetan a un procedimiento general. De los que ya tienen previsto en el Proyecto de Ley de Amparo un procedimiento especial y específico, se pueden señalar, a manera de ejemplo, el propio Incidente de Suspensión, el de Inconformidad, el de Cumplimiento Sustituto, los de Exceso o Defecto en la Ejecución, el de Nulidad de Notificaciones, entre otros.

1.5 Sin embargo, en esta ocasión quiero comentar brevemente algunas cuestiones que considero pueden suscitarse en relación con los incidentes en general, cuya definición legal, procedencia y substanciación se prevé en los artículos 64 y 65 del Proyecto de Ley de Amparo, principalmente por cuanto ve a las pruebas que en tales incidentes se pueden ofrecer y desahogar y de los términos que el Proyecto establece para ello, en los juicios de amparo indirecto, pues pudieran considerarse insuficientes, principalmente por cuanto ve a las pruebas Testimonial, de Inspección y Pericial, que de ser admitidas tendrían que desahogarse en una audiencia que debe celebrarse dentro de los 3 tres que sigan a la vista que se manda dar a la incidentada con la demanda incidental correspondiente.

1.6 Así pues, de manera breve me referiré en este trabajo, por la evidente limitación de tiempo en la exposición oral y de extensión para la exposición escrita, a algunas consideraciones en relación a la problemática planteada con antelación, para finalizar proponiendo una adecuación que pudiera solventarla.

2. DESARROLLO.

2.1 Es de explorado derecho que por consideraciones principalmente de tipo práctico procesal y también legislativo, que diversos ordenamientos legales no necesariamente regulan todo lo relativo a cuestiones sustantivas y procesales, surgiendo así la institución de la supletoriedad, que se aplica en cuestiones no expresamente previstas ni reguladas por la ley de que se trate.

El Proyecto de Ley de Amparo, en su artículo 2º establece una supletoriedad adjetiva o procesal del Código Federal de Procedimientos Civiles, que se aplicará a falta de disposición expresa de la Nueva Ley de Amparo propuesta.

2.2 El capítulo IX, del título Primero del Proyecto de Ley de Amparo, en sus artículos 64 y 65 se refiere a los incidentes en general, los que legalmente define, en el primero de los preceptos legales en comento, por su tratamiento, diciendo que se substanciarán en vía incidental: “...las cuestiones a que se refiere esta ley y las que por su propia naturaleza ameriten ese tratamiento y surjan durante el procedimiento.”

Posteriormente en propio artículo 64 señala que corresponde al órgano jurisdiccional determinar, atendiendo a las circunstancias especiales del caso en concreto, si el incidente se resuelve de plano, si amerita un especial pronunciamiento, o si se reserva para resolverse en la sentencia.

2.3 El procedimiento que el Proyecto de Ley de Amparo da a los incidentes en general, se encuentra previsto en los dos párrafos del artículo 65, que esencialmente establecen que todo incidente deberá substanciarse por escrito; además prevé que en el escrito inicial del incidente, que bien podemos llamar demanda incidental, el promovente o incidentista deberá ofrecer las pruebas en que se funde.

Debe entenderse que una vez admitido que sea el incidente en cuestión, el órgano jurisdiccional que conozca de éste con las correspondientes copias de traslado dará vista a las partes, que ahora serán incidentadas, por el término de 3 tres días, para que manifiesten lo que a su interés convenga y a la vez en el mismo escrito ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes, cerrándose así la litis incidental.

2.4 Es posterior a la fijación de la litis incidental -una vez contestada la incidencia o transcurrido el término para ello- que el órgano jurisdiccional que conozca del incidente estará en posibilidades de determinar si se suspende o no el procedimiento, como se señala en la parte final del primer párrafo del artículo 65 del Proyecto de Ley de Amparo, lo que considero muy adecuado, ya que la esencia de nuestro juicio de garantías es el de celeridad en aras de proteger debidamente a los gobernados en sus garantías individuales.

2.5 Por otro lado, el segundo párrafo del artículo 65 del Proyecto de Ley de Amparo, establece que transcurrido el plazo anterior, es decir la vista por 3 tres días a las partes incidentadas, se celebrará una audiencia en la que se recibirán y desahogarán las pruebas, se oirán los alegatos de las partes y, en su caso, se dictará la resolución correspondiente.

Es aquí donde puede surgir la problemática que constituye la temática de esta sencilla ponencia, donde se plantean, entre otras las siguientes 5 cinco cuestiones, que considero fundamentales y que considero pueden definirse en el Propio Proyecto de Ley de Amparo, sin que tengan que ser motivo de interpretación por los propios Tribunales Federales:

1. ¿Se pueden ofrecer todo tipo de pruebas en los incidentes?

2. ¿Es posible ofrecer prueba testimonial, de inspección o pericial en un incidente?

3. ¿Puede el juzgador de amparo libremente determinar o limitar la admisión de las pruebas mencionadas, atendiendo a la naturaleza de la propia incidencia, denegando incluso la admisión de alguna de ellas o necesaria y fatalmente deberá en cumplimiento al texto del Proyecto de Ley de Amparo admitir todas ellas?

4. ¿Si se admiten pruebas como la testimonial, la inspección y la pericial, es dable que el juzgador ordene su admisión y provea lo necesario para su preparación, a efecto que se desahoguen en la audiencia que deberá llevarse dentro de los 3 tres días siguientes al vencimiento de la vista incidental?

5. ¿Puede el Juzgador de amparo, si admitiera pruebas como testimonial, la inspección y la pericial, fijar la audiencia para su desahogo después del plazo de 3 tres días que indica el segundo párrafo del articulo 65 del Proyecto de Ley de Amparo? o bien ¿Puede iniciar la audiencia y bajo el argumento de que aún no es posible su debido desahogo, diferir la audiencia de pruebas incidental de referencia para una fecha posterior?

2.6 En la especie resulta claro que tratándose de pruebas no existe una regulación específica en el Proyecto de Ley de Amparo -como tampoco la hay en la actual Ley-, por lo que lo lógico es acudir supletoriamente al Código Federal de Procedimientos Civiles, con la finalidad de determinar la manera de ofrecer, de admitir, de preparar y de desahogarse esos medios convictivos.

Sin embargo, no debe pasar desapercibido que el artículo 117 del Proyecto de Ley de Amparo, que se refiere a las pruebas en la substanciación del amparo indirecto, al establecer que son admisibles todo tipo de pruebas, excepto la confesional por posiciones, pruebas que deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia constitucional, excepto la documental que lo puede ser antes de la audiencia y las pruebas testimonial, de inspección y pericial, que deberán ofrecerse por lo menos 5 cinco días antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento y el de la propia audiencia, como es de todos conocido.

También señala dicho artículo 117, que al ofrecerse alguna de esas pruebas en específico, deberá exhibirse original y copia para las partes del interrogatorio para los testigos, de los puntos sobre los que versará la inspección y del cuestionario para los peritos, con las que se dará traslado a las partes para que en el término de 3 tres días, si lo estiman conveniente,  amplíen el cuestionario a los testigos o les formulen repreguntas, se amplíen los puntos de la inspección o el cuestionario a los peritos.

A su vez el artículo 118 del Proyecto de Ley de Amparo, establece que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo designará uno o varios peritos, sin perjuicio de que cada parte designe uno o se asocie con el designado por el juez de amparo. También establece que los peritos no son recusables pero que sí están obligados a excusarse.

Fuera de estos supuestos, considero que no existe disposición específica alguna en el Proyecto de Ley de Amparo, que disponga alguna regulación especial tratándose de prueba pericial o de prueba testimonial, debiendo aplicarse la supletoriedad del Código Federal  de Procedimientos Civiles.

2.7 Atendiendo a que los incidentes son cuestiones accesorias necesariamente vinculadas con la cuestión principal, si el artículo 117 del Proyecto de Ley de Amparo, que se refiere a la substanciación del juicio de amparo indirecto, permite la admisión de todo tipo de pruebas, como ya se ha indicado, considero que tal disposición debe ser aplicable también tratándose de incidentes, en donde igualmente deben ser admisibles todo tipo de medios de prueba, con las limitaciones antes señaladas, ya que surgen dentro y con motivo del procedimiento de amparo, por lo que se debe participar de la misma oportunidad probatoria para las partes, con lo que quedarían respondidas las dos primeras cuestiones.

2.8 Ahora bien, debe recordarse que el juzgador puede, de manera general, denegar la admisión de pruebas notoriamente improcedentes, por lo que es indudable que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo no necesariamente está obligado a admitir todo tipo de pruebas, ya que de una manera razonada y debidamente fundada y motivada puede desechar su admisión, por lo que considero que es dable que una vez fijada la litis incidental, al tener por contestada o por no contestada la vista, determine si el incidente suspende o no el procedimiento, y en la audiencia qué pruebas debe determinar cuales admite y cuales no, por ser notoriamente improcedentes en el incidente, ordenando la preparación y desahogo de las admitidas, con lo que se daría respuesta  a la tercera interrogante.

2.9 Atendiendo a la actual redacción del artículo 65, segundo párrafo del Proyecto de Ley de Amparo, que taxativamente establece que en la audiencia incidental, se “recibirán y desahogarán” las pruebas y que ésta se llevará a cabo dentro del plazo de 3 tres días, resulta lógico considerar que, por “recibir” debe entenderse “admitir”, por lo que una sola audiencia es insuficiente para poder admitir, preparar y desahogar pruebas, ya que sería dentro de ésta en donde debe darse vista a las partes con los interrogatorios, puntos de la inspección o cuestionarios de los peritos, para que éstos sean ampliados y en su caso se admitan esa ampliaciones, igualmente para que se cite y haga comparecer, en su caso, a los testigos, se lleve a cabo la inspección, o los peritos designados acepten y protesten el cargo y estén en condiciones de elaborar su dictamen pericial y finalmente éste sea presentado por tales peritos; actos procesales todos éstos que deben regularse por el Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente. Así pues la audiencia a celebrarse en el plazo de 3 tres días, tratándose de esas pruebas es insuficiente y con ello se responde a la cuarta interrogante.

2.10 Finalmente, si el segundo párrafo del artículo 65 del Proyecto de Ley de Amparo establece que en la audiencia se recibirán y desahogarán las pruebas, considero que tal precepto debe interpretarse en el sentido de que será hasta la audiencia incidental en donde las probanzas serán admitidas, se proveerá lo correspondiente para su debida preparación y desahogo, de manera que si la audiencia constitucional se puede diferir, como señala el artículo 119 del Proyecto de Ley de Amparo,  también lo puede ser la audiencia de pruebas de la incidencia planteada, ello con la finalidad de que se tenga la oportunidad debida para preparar y desahogar las pruebas que sean necesarias para que el Juzgador de amparo llegue al conocimiento verdadero y total de la cuestión incidental planteada y esté en condiciones de resolver al respecto, con lo que considero queda solventada la última cuestión planteada.

2.11 Con base en lo anterior y con la finalidad de que las cuestiones anteriores no tengan que ser dilucidadas mediante la interpretación que de la Nueva Ley de Amparo se tuviera que hacer, me permito hacer la siguiente,

3. PROPUESTA DE MODIFICACION

3.1 Se propone la modificación al Proyecto de Ley de Amparo, mediante la reforma al segundo párrafo del artículo 65, para establecer que dentro de los tres días siguientes al vencimiento de la vista dada a los incidentados, se celebrará la audiencia en la que se recibirán y desahogarán las pruebas ofrecidas, aplicando en lo conducente los artículos 117, 118 y 119 de la Ley, pruebas que serán admitidas atendiendo a la naturaleza propia del incidente planteado, audiencia en la que además se oirán los alegatos de las partes y, en su caso, se dictará la resolución correspondiente. por ello se propone que la segunda parte de dicho precepto legal, quede de la siguiente manera:

“Artículo 65. En el escrito...

“Transcurrido el plazo anterior, dentro de los 3 tres días siguientes se celebrará la audiencia en la que se recibirán y desahogarán las pruebas, pruebas que se admitirán, de ser procedentes, atendiendo siempre a la naturaleza incidental planteada, siendo aplicables, en lo conducente, los artículos 117, 118 y 119 de esta ley, audiencia en la que además se oirán los alegatos de las partes y, en su caso, se dictará la resolución correspondiente.”

Con lo anterior considero que las cuestiones planteadas en esta breve reflexión, pudieran evitar una innecesaria interpretación por los propios órganos jurisdiccionales encargados de aplicar la Ley de Amparo, reflejándose en una mayor claridad y precisión tanto para los quejosos, las autoridades responsables, los terceros interesados y los propios juzgadores de la materia.

Morelia, Michoacán, octubre de 2000.

* Profesor por oposición de Derecho Mercantil y Derecho Procesal Civil en la Facultad de Derecho de la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo; Profesor Titular de Derecho Procesal Mercantil, Derecho Mercantil Internacional, Derecho Notarial y Derecho Internacional Privado en la Universidad Latina de América, A.C.; postulante y Abogado Externo y Consultor de Banca Promex, S.A., Banca Serfín, S.A., Banco del Centro, S.A., Banpaís, S.A. y Banco Santander Mexicano, S.A.; miembro de la “Barra Michoacana Colegio de Abogados”, A.C.

LIC. JUAN JOSE GONZALEZ HERNANDEZ.-*

PONENCIA QUE EL LICENCIADO JOSE LUIS GUZMAN BARRERA, MAGISTRADO DEL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO, PRESENTA A FIN DE QUE SE ESTUDIE EN EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO, EN RELACION CON EL TITULO SEGUNDO, CAPITULO I, SECCION TERCERA, ARTICULO 131, SEGUNDO PARRAFO.

Considero necesario se adicione el segundo párrafo del artículo 131 del proyecto de nueva Ley de Amparo, en atención a los siguientes motivos:

El artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fracción X, establece:

“Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes:

…X.- Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones y garantías que determine la ley, para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la suspensión origine a terceros perjudicados y el interés público.

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en materia penal al comunicarse la interposición del amparo, y en materia civil, mediante fianza que dé el quejoso para responder de los daños y perjuicios que tal suspensión ocasionare, la cual quedará sin efecto si la otra parte da confianza para asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se concediese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios consiguientes.”

Por otra parte, los artículos 126, 127 y 131 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo, en su orden disponen lo siguiente:

“Artículo 126.  Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I.  Que la solicite el quejoso;

II. Que no siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público; y

III. Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho.
 

La suspensión se tramitará en incidente por separado y duplicado.”

“Artículo 127.  Se considerará, entre otros casos, que se siguen perjuicios al interés social o se contravienen disposiciones de orden público, cuando, de concederse la suspensión, se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinio, la producción o el comercio de narcóticos; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios en relación con artículos de primera necesidad o de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país o la campaña contra el alcoholismo y la drogadicción; se permita el incumplimiento de las órdenes militares que tengan como finalidad la defensa de la integridad territorial, la independencia de la República, la soberanía y seguridad nacional y el auxilio a la población civil, siempre que el cumplimiento y ejecución de aquellas órdenes estén dirigidas a quienes pertenecen al régimen castrense; se afecten intereses de menores o incapaces o se les pueda causar trastorno emocional o psíquico o, cuando se trate del reclamo de imposición de pago de alimentos, así como en los demás casos análogos a los expresamente citados.

El órgano jurisdiccional de amparo podrá conceder la suspensión aun cuando se trate de los casos previstos en el párrafo anterior si, a su juicio, se pueda causar mayor afectación al interés social con la negativa de la medida suspensional”.

“Artículo 131.  La suspensión, en su caso, quedará sin efecto si el tercero otorga contragarantía para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación reclamada y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al quejoso, en el caso de que se le conceda el amparo.

No se admitirá la contragantía cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el juicio de amparo, o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente”.

Establecido lo anterior, considero que del texto de los citados artículos 126 y 127, se desprende que al reglamentar la institución de la suspensión del acto reclamado le dan un lugar preponderante a la protección del interés social y a la no contravención de las disposiciones de orden público, constituyendo, como consecuencia dicha protección, el objetivo último perseguido por el proyecto de ley sometido a análisis, preceptos legales que desarrollan los principios contenidos en el artículo 107, fracción X, de la Constitución Federal, anteriormente transcrito, lo que a su vez, hace necesario que se haga extensiva la observancia de esa protección al interés social y de esa no contravención a las disposiciones de orden público, a los casos en que haya que determinar si procede o no por parte del juzgador la aceptación de la contragarantía que se solicita por parte del tercero perjudicado, sobre todo porque tal contragarantía tiene como fin dejar sin efecto la concesión de la suspensión correspondiente a través de la ejecución del acto reclamado, concesión, cuya procedencia estuvo condicionada por la ley, precisamente a que no se siguiera perjuicio al interés social ni se contravinieran disposiciones de orden público, circunstancias que hacen que estos aspectos sean de observancia común en los dos casos.

En otras palabras, tanto el otorgamiento de la suspensión, como el dejar sin efectos ésta, de aceptarse la adición que se propone, dependería de si no se sigue perjuicio al interés social ni se contravienen disposiciones de orden público propuesta que encuentra justificación en el hecho que de considerar que para la aceptación de una contragarantía a fin de dejar sin efectos la suspensión concedida, no es necesario observar el perjuicio al interés social ni la contravención a disposiciones de orden público, sería como dejar sin efectos el fin último perseguido por el proyecto de ley en cuestión, máxime si se parte de la base que del propio precepto constitucional se desprende que no existe obstáculo para incluir lo que se propone, debido a que el interés público está previsto en su propio texto, aún cuando referido a la procedencia de la suspensión.

Se hace notar, que el referido artículo 131, al no incluir como motivo para negar la admisión de una contragarantía, la afectación al interés social y la contravención a disposiciones de orden público, considero dará motivo a infinidad de discusiones e interpretaciones encontradas, lo que se evitaría con la adición que se propone, que de aceptarse contribuiría a fortalecer el Estado de Derecho.

En consecuencia, propongo que el texto del citado artículo 131, debe ser como sigue:

Artículo 131.  La suspensión, en su caso, quedará sin efecto si el tercero otorga contragarantía para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación reclamada y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al quejoso, en el caso de que se le conceda el amparo.

No se admitirá la contragarantía cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el juicio de amparo, o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente o se siga perjuicio al interés social o se contravengan disposiciones de orden público.

ATENTAMENTE

Toluca, México; 20 de octubre de 2000

LIC. JOSE LUIS GUZMAN BARRERA

MAGISTRADO DEL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO 

EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO

COMENTARIOS AL PROYECTO DE LA

NUEVA LEY DE AMPARO.

20 de octubre de 2000.
El artículo 3º señala que las promociones podrán ser hechas en las notificaciones y comparecencias. De ello se estima que puede dar pie al abuso por parte de litigantes tanto para: a) asentar agregados en las notificaciones, con fecha posterior a esa actuación (a menos que se protegieran TODAS  las notificaciones del  juicio e incidente); b) como para retener a los encargados de actuaría, ante cuya presencia debe hacerse la promoción oral, lo cual redundaría en el desequilibrio de las actuaciones propias del personal de actuaría. Para ello, sería necesario contar con un fedatario dedicado sólo a recibir tales comparecencias.

El artículo 4º, fracción III, inciso C, no precisa la etapa del “juicio del orden penal”, con lo cual se abre la opción de que se pretenda incluir la fase de averiguación previa, de acuerdo al artículo 1º del Código Federal de Procedimientos Penales.

El artículo 5º en su segundo párrafo permite la promoción, en el procedimiento penal, “de cualquier persona”, lo cual sin duda abre la posición de que ese trámite sea hecho por gentes sin conocimientos jurídicos, como las personas de confianza, cuya deficiente actuación puede redundar en perjuicio del procesado. En mi tiempo como juez, especialmente fuera del Distrito Federal, he advertido que quienes se ostentan como abogados sin serlo, terminan por sólo cobrar y no defender realmente al procesado, cuya situación legal puede incluso resultar perjudicada por tales personas.

El artículo 10 contradice el criterio de la Corte contenido en la tesis jurisprudencial número 43/1996 del Pleno de la Suprema Corte, donde señala que debe requerirse la acreditación de la personalidad desde el inicio del juicio.

El artículo 76 señala que “con una determinada intervención”, puede ser inconstitucional una norma general lo cual abre la posición para que bajo apreciación distinta cambien tal apreciación de inconstitucionalidad. Lo cual puede resultan ambiguo en la práctica.

El artículo 126 fracción III se refiere a “la apariencia de buen derecho”; si tal expresión se refiere a la tesis de la Corte así conocida, sería útil que se hiciera el señalamiento para que al aplicarse tal disposición se pudiera remitir a ese criterio.

En la segunda parte de la sección tercera, relativa a la suspensión en materia penal, se ha omitido la obligación de que quejoso se presente a rendir su declaración preparatoria, cuando el acto reclamado sea una orden de aprehensión, como se advierte del artículo 164. Estimo que tal obligación debe llevar ante su incumplimiento no sólo a revocar la suspensión provisional, como refiere el artículo 165, sino incluso a sobreseer en el juicio; pues el no exigir el cumplimiento a presentarse a rendir su declaración preparatoria podría llevar a la impunidad de quienes se limitan a promover el amparo y a esconderse; lo cual es muy contrastante con la situación de que si el quejoso se presentara a rendir su declaración preparatoria, el juicio de amparo en contra de una orden de aprehensión habría de sobreseerse por cambio de situación jurídica, como se ha establecido en distintas jurisprudencias. Es decir, se estudiarán los asuntos de quejosos incumplidos y evasores de la justicia (banqueros, exregentes, etc), mientras que no se estudiarán los asuntos de los quejosos cumplidos y obedientes de las medidas cuatelares. Como ciudadano me resulta chocante que así suceda y que tal situación no sea corregida en esta oportunidad histórica para que el juicio de amparo no parezca, a los ojos del lego, como un instrumento que sirve a los presuntos criminales.

El ordenamiento contenido en el artículo 162 de poner en libertad a quien esté detenido por autoridad administrativa distinta del ministerio público, permite el abuso del promovente que se ostente en tal circunstancia, ocultando la verdad; si bien ello tendrá la sanción respectiva, puede dar pie a impunidad. Tal maquillaje de las promociones también puede darse con la disposición relativa al artículo 154, en cuanto a la existencia de delitos graves; en los cuales, la excepcionalidad para conceder la suspensión, se aprecia contraria al contenido del artículo 20, fracción I, de la Constitución Federal.

LIC. RICARDO GUZMÁN WOLFFER

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO Y SUSPENSION
DEL ACTO RECLAMADO
Antes de empezar a tratar el tema, manifiesto  felicito a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a los integrantes de la Comisión encargada de formular el Proyecto de la Nueva Ley de Amparo y en general  a todos, que de  cualquier manera colaboraron para la realización de este proyecto de Ley de Amparo.

Sostengo con firme convencimiento, que es necesaria, no solo la modificación de la Ley de Amparo en vigor, sino la expedición de una Ley nueva, que se adecue el amparo a los tiempos que vivimos, que incorpore los adelantos tecnológicos en la medida de lo posible, obviamente, sin perder de vista los principios fundamentales que rigen a nuestra noble institución. 

La legislación de amparo muestra  algunas deficiencias,  las cuales se han agravado por el simple transcurso del tiempo (mas de 60 años de vigencia de la Ley) y debido a las innovaciones tecnológicas y a los cambios sociales experimentados en nuestro país, se hacen más patentes.

Esta ponencia se limita a la regulación del Juicio de Amparo Indirecto y del  Incidente de Suspensión del Acto Reclamado y  haré diversas propuestas, por lo que la argumentación  en cada supuesto, será muy breve. 

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO

PROCEDENCIA Y DEMANDA

I. En el artículo 106  fracción I, incisos “f” y “g”, se establece la procedencia del amparo indirecto en contra de reglamentos federales y locales.

El artículo 115 de la Constitución Federal en su fracción II concede  la facultad  reglamentaria a los Ayuntamientos, de tal manera que en nuestro sistema jurídico, tenemos 3 clases de reglamentos: los federales, los estatales y los municipales.

Es  generalizado  el uso del término  “local”, como sinónimo de “estatal”, por lo que se podría pensar que no sería procedente el amparo indirecto en contra de los reglamentos municipales. 

Debido a que en el espíritu del proyecto está, el que sea procedente el amparo indirecto contra todo tipo de reglamento, incluido el reglamento municipal, con el objeto de evitar confusiones y aclaraciones posteriores a través de jurisprudencia, PROPONGO:

Que se suprima el inciso “g” y que en el inciso “f”  se establezca en forma expresa la procedencia de la vía  de amparo indirecto en contra de los reglamentos federales, estatales y municipales.

II. En el artículo 106 fracción V del proyecto de ley, se establece la procedencia del amparo indirecto en contra de actos cometidos dentro de juicio, que sean de imposible reparación o que constituyan  “violaciones procesales relevantes”, concepto este  último, novedoso en nuestro juicio.

En la legislación en vigor,  todas las violaciones procesales, que no son imposibles de reparar, (como serían las violaciones procesales relevantes) son impugnables en amparo directo, al atacarse la sentencia definitiva o laudo o resolución que pone fin al juicio.

El primer problema que observo, es que no tenemos el concepto de “violaciones procesales relevantes” y en ningún artículo del proyecto se define o se proporciona su concepto. 

Además de lo novedoso del término de “violaciones procesales relevantes”, en segundo término  percibo  el peligro que implica la posibilidad de promover amparos indirectos contra actos dentro de juicio, que pudieran ser reparables con la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, dado que considero, que ello traerá como consecuencia  el incremento en el retardo  de la impartición de la justicia, ya que se  promoverán mas  impugnaciones (amparos indirectos por violaciones procesales relevantes”) durante  los procedimientos judiciales.

Opino, que no se debe establecer la procedencia del amparo indirecto contra actos ejecutados dentro de juicio que constituyan “violaciones procesales relevantes”, por lo equívoco del término y además porque su consecuencia será retardar aún más los procedimientos judiciales, pero suponiendo que no sea considerado válido lo anterior, la expresión  de  “violaciones procesales relevantes”, deberá ser definida en la ley. Por lo anterior,  PROPONGO:

a. Que se suprima la procedencia del juicio de amparo indirecto en contra de actos ejecutados dentro de juicio  que “constituyan violaciones procesales relevantes”.

b. En el supuesto de no ser aprobada la propuesta anterior,  que se establezca la definición o el concepto de “violaciones procesales relevantes”.

III. El artículo 108 en su fracción VII establece la obligación de expresar en la demanda de amparo indirecto “los conceptos de violación”.       

La importancia de los conceptos de violación, se deriva del principio de “estricto derecho”, que actualmente está rigiendo en nuestra institución y que tal como lo interpretamos en esta época,  le impone al juzgador de amparo,  la obligación  de tomar en  cuenta, en los considerandos  de  la sentencia,  únicamente los argumentos demostrativos de las violaciones de garantías individuales, señalados por el quejoso, en los conceptos de violación.  De ahí la importancia que actualmente tienen los conceptos de violación,  ya que  el juzgador al dictar sentencia, se encuentra imposibilitado a ampliar  esos argumentos.

Por lo anterior,  podemos estar en presencia de dos juicios de amparo promovidos en contra del mismo acto reclamado y encontrarnos con que en uno se conceda el amparo y en el otro se niegue y ello, como consecuencia de que en el primero eran acertados los conceptos de violación y en el segundo, los argumentos de los conceptos de violación eran erróneos o deficientes o equivocados. 

Ese tipo de situaciones de injusticia y de inseguridad jurídica, son las que se deben desterrar de nuestro sistema judicial, ya que no es correcto,  que una sentencia de amparo, que por esencia es la dicción del derecho realizada por el tribunal judicial, dependa de la correcta o incorrecta formulación de argumentos expuestos en la demanda.

El principio de “estricto derecho”, no se encuentra denominado expresamente, ni en la Constitución Federal, ni en la Ley de Amparo, sino que se nace  de   interpretaciones a la expresión constitucional de “suplir la deficiencia de la queja”. 

En el texto  originariamente aprobado por el Poder Constituyente  del primer párrafo de la fracción II, del artículo 107, de la Constitución  Federal en vigor, se estableció la  procedencia del amparo, contra sentencias definitivas penales y civiles, señalando que cuando las violaciones fueran cometidas durante la secuela del procedimiento,  era requisito que se hubieran “reclamado oportunamente y protestado contra ellas” y además hecha valer dicha violación como agravio al interponer el recurso contra la sentencia de primera instancia, si la violación se hubiera cometido en dicha instancia y en el segundo párrafo de la misma fracción se señaló textualmente lo siguiente: “”La Suprema Corte, no obstante esta regla, podrá suplir la deficiencia de la queja en un juicio penal . . .“”. 

En el primer párrafo de la citada fracción II del texto originalmente aprobado, se estableció, que para la procedencia del amparo contra actos cometidos durante la secuela del juicio, era requisito indispensable, haberla “reclamado oportunamente y protestado contra ella”  y en el segundo párrafo se estipuló “que no obstante esa regla” (la contenida en el párrafo inmediato anterior obviamente), en alusión clara a la obligación  que se imponía a interponer  recursos en contra de las violaciones cometidas durante el juicio, se podrá “suplir la deficiencia de la queja”. 

¿Que significa lo anterior?  

Todo ello significa que para el Constituyente el principio de estricto derecho consistía simple y sencillamente en la obligación de las partes de agotar todos los recursos y la suplencia de la deficiencia de la queja eran excepciones a la obligación de agotar los recursos. 

Todo lo antes expuesto,  deja constancia de que el principio de estricto derecho, tal como ahora lo entendemos, no es esencial a nuestro juicio de amparo. 

En el artículo 322 del Código Federal de Procedimientos Civiles, se indican los requisitos que debe contener la demanda, claro está de carácter civil y es importante tener en cuenta esta situación, toda vez que es el Código supletorio de la Ley de Amparo y que se rige por similares principios procesales. En los Códigos Procesales Civiles de los Estados, se encuentra una regulación igual respecto al contenido de las demandas. 

En los procedimientos civiles, que en esencia son los mas similares a los de amparo, en la demanda no es necesaria  la expresión de argumentos para demostrar que los hechos son violatorios de algunas normas  contenidas en las leyes civiles.

En el ejercicio de la función jurisdiccional, el juzgador  nos dice cual es el derecho.  El maestro José Becerra Bautista, en su obra El Proceso Civil en México, dice: “”La función más importante del juez es dicere jus: decir del derecho, con base en la situación de hecho acreditada por las partes mediante las pruebas aportadas y se realiza mediante la sentencia . . .  que concede o niega la tutela jurídica solicitada por las partes.”” (Editorial Porrúa. México. Segunda edición. Página157) 

“Dame los hechos y yo te daré el derecho”, es el principio de esencia en todo procedimiento judicial y  opino que así debe ser considerado en la Ley de Amparo.

Continuar con la obligación de señalar los conceptos de violación equivale a seguir aceptando:

a. Sentencias contradictorias en casos iguales, derivado ello de la correcta o de la deficiente redacción de los conceptos de violación.

b. Continuar en la incertidumbre jurídica,  al no saber si los argumentos de los conceptos de violación son correctos. 

c. La exageración formal del juicio de amparo y  darle mayor importancia a la formalidad que al fondo del asunto. 

d. Sacrificar la verdad,  en los casos en que no se  adecue la demanda de amparo a la forma. 

Por las razones anteriores, PROPONGO:
Eliminar  la fracción VII  del artículo 107 del Proyecto de Ley de Amparo a efecto, de que quede suprimida la obligación de expresar en la demanda de amparo indirecto los Conceptos de Violación. 

IV. El artículo 108 fracción II establece la obligación de señalar a la autoridad ordenadora  cuando se trata de  actos de naturaleza extremadamente grave, como son los del artículo 14.

En esos supuestos, lo más frecuente es que el quejoso no tenga conocimiento de la autoridad ordenadora, simplemente conoce lo que físicamente ha estado al alcance de sus sentidos.

Para facilitarle la demanda al quejoso, en esos supuestos del artículo 14, PROPONGO:
Eliminar la fracción II del artículo 108.

SUBSTANCIACION DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO

V. Debido al incremento en el número de juicios de amparo indirecto, considero conveniente ampliar el término para la celebración de la audiencia constitucional a 45 días, máxime en aquellos casos en los cuales las autoridades responsables residen fuera del domicilio del Juez de Distrito.

En la actualidad, nos encontramos con  relativa frecuencia, que al  pretender celebrar la audiencia constitucional en la fecha fijada en el auto de admisión, no se cuenta con la constancia de la notificación de la demanda a las autoridades responsables, debido a que todavía no regresa la constancia del correo certificado de la notificación y por tanto se difiere la audiencia, dando como resultado que se vuelve a emplazar a las autoridades y se celebra la audiencia en un término de más de 60 días.  

PROPONGO: Establecer en el artículo 114 del Proyecto de Ley, que la audiencia constitucional se celebrará dentro de los siguientes 45 días y que cuando alguna autoridad responsable tenga su domicilio fuera del lugar de residencia del Juzgado de Distrito, se pueda ampliar dicho término hasta  60 días, según la prudente apreciación del Juzgador.

VI. En la práctica, a las autoridades responsables se les dificulta rendir el informe justificado en términos breves, por lo que considero que el término de 10 días para rendir el informe justificado es relativamente reducido, sobre todo en aquellos amparos contra disposiciones generales, en los que se presentan amparos por cientos,  en los cuales las autoridades se encuentran imposibilitadas físicamente a rendir sus informes en ese término. Considero que sería conveniente y además nada afectaría, que se ampliara el término a 15 días. 

PROPONGO: Establecer en el artículo 116 el término de 15 días, para la rendición del informe justificado por parte de las autoridades responsables. 

VII. En la práctica, en algunos amparos, las partes tienen necesidad de impugnar a los testigos presentados por las contra partes y en el proyecto, lo mismo que en la vigente Ley de Amparo, no existe regulada la posibilidad de practicar dicha  impugnación en el juicio de amparo indirecto y no es posible aplicar supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles, toda vez que, en la misma audiencia se debe dictar la sentencia,  situación que  en algunos casos, genera injusticias y evita el conocimiento de la verdad.

Así como el proyecto regula la objeción de documentos, sería conveniente que se regulara también expresamente la impugnación de testigos y se estableciera la tramitación de un incidente de tachas de testigos, aún cuando fuera de manera sumarísima.

Para la tramitación del incidente de tachas de testigos, considero que sería conveniente:

a. En primer lugar, que se obligara a aquellas partes que propusieran testigos, a que señalaran sus nombres y domicilios, de tal manera, que las otras partes del amparo conozcan sus identidades y estén en posibilidad de tacharlos. 

b. Imponer la obligación de que se anunciara la testimonial con 8 días de anticipación, a la audiencia constitucional, para que las  otras partes pudieran objetar a los testigos al menos 3 días antes de la audiencia y de esa manera, con conocimiento pleno,  las partes  presentaran pruebas y contra pruebas relativas a las tachas, sin que se difiera, ni se suspenda la audiencia constitucional.

PROPONGO:

a. Que en el artículo 117 del proyecto, se obligue a que se señalen los nombres y domicilios de los testigos, al ser propuestos por las partes. 

b. Que en el artículo 120 se señale la posibilidad de impugnar a los testigos cuando menos con 3 días de anticipación a la audiencia constitucional.

c. Que en el artículo  122 se señale, que en caso de haber sido impugnados los testigos, al concluir la etapa probatoria, se continuará con el incidente de tachas de testigos, que se celebrará en esa misma audiencia y al concluirse, se reservará el expediente y se decidirá dicho incidente en la sentencia.

VIII. Si bien es cierto, que en obvio de tiempo es conveniente, que en el juicio de amparo indirecto, algunas pruebas se anuncien con anticipación a la celebración de la  audiencia constitucional, por otro lado, las pruebas, se deben necesariamente desahogar en la audiencia constitucional, toda vez que en ella se encuentra el período probatorio y además, por seguridad jurídica procesal, para que todas las partes tengan la oportunidad de estar presentes en el desahogo de las mismas e intervengan si así lo desean. 

Desahogar pruebas, con anterioridad a la audiencia constitucional, como lo autoriza el artículo 121 del proyecto, producirá inseguridad entre las partes, al caber la posibilidad de que algunas se desahoguen sin el conocimiento de las partes. 

Por el mas elemental principio de seguridad procesal, las pruebas  obligatoriamente se deben desahogar en la  etapa probatoria, que se da dentro de la audiencia constitucional, salvo aquellas que se deban desahogar fuera del local del Juzgado o en otra ciudad, en cuyo caso en todo caso, se deberán desahogar  con posterioridad a la audiencia constitucional, con el objeto de que las  partes  tengan  conocimiento de las fechas de desahogo de las pruebas y tengan la  oportunidad de estar presentes. 

PROPONGO:

a. Eliminar del artículo 121 del proyecto, la posibilidad de que  se desahoguen pruebas con anterioridad a la audiencia constitucional.

b. Suprimir del artículo 122 la obligación de relacionar las pruebas desahogadas.

IX. Una de los cambios radicales que debemos llevar a cabo en toda nuestra legislación, es la aceptación de la realidad y así elaborar  normas que sean posibles de cumplimiento. 

Debemos desterrar la idea de establecer en nuestros cuerpos legislativos, disposiciones imposibles de cumplir, que más que para su cumplimiento, tal parece que las incluimos, para presumirlas en los Congresos o reuniones académicas internacionales. 

Lo manifestado en los dos párrafos anteriores, lo  afirmo, debido a que es una verdadera irrealidad la regulación de la audiencia constitucional, tanto en la Ley de Amparo vigente, como en el Proyecto y a continuación lo demuestro. 

Para empezar, tenemos que  en la realidad se celebra únicamente la etapa de pruebas de la audiencia constitucional,  toda vez que la de alegatos prácticamente pasa desapercibida en la mayoría de los casos, por una parte,  por su intrascendencia y por otra parte, por la imposibilidad de presentarlos por escrito en la audiencia, pues ello impone la necesidad de redactarlos con anticipación a la celebración de la audiencia constitucional y sin  saber el resultado del desahogo de las pruebas es algo similar a una adivinanza.

Posteriormente a la etapa de alegatos, se hayan o no formulado por las partes, los Jueces de Distrito, ante la imposibilidad de dictar sentencia en ese mismo acto, reservan los  expedientes de amparo, para dictar la sentencia unos días después de haberse celebrado la audiencia, de tal manera, que jamás se cumple con la obligación de dictar la sentencia en la audiencia, incumplimiento que se debe a la imposibilidad material de su cumplimiento.

Es un hecho notorio, que el Juez de Distrito, se encuentra imposibilitado para dictar la sentencia en la misma audiencia constitucional, pero suponiendo que algún juez la quisiera  dictar,  ello no sería lo adecuado, ni conveniente, toda vez, que al tener la presencia de las partes, no tendría el juzgador la tranquilidad y la libertad necesarias, para dictar la sentencia. 

Por las razones anteriores, considero que sería conveniente, que  la audiencia constitucional, constara solamente de la etapa probatoria y  que al concluir dicha etapa, se  concediera a las partes  un término breve,  para la presentación de los alegatos y posteriormente se concediera  otro plazo al juez de distrito, para dictar sentencia. 

PROPONGO: Modificar el artículo 122 del Proyecto, para señalar que:

a. En la audiencia constitucional se ofrecerán y se desahogarán las pruebas. 

b. Concluida dicha etapa, se concederá un término de 2 días a las partes, para que presenten sus alegatos por escrito.

c. Concluído el término señalado en la letra anterior, dentro del término improrrogable de 5 días, el Juez de Distrito dictará la sentencia.

INCIDENTE DE SUSPENSION

X. El artículo 109 señala la obligación de exhibir 2 copias  para el incidente de suspensión, si este  fuere solicitado y el último párrafo del artículo 126 establece  que la suspensión se tramitará en incidente y por duplicado. 

¿Por qué se debe tramitar el incidente de suspensión por duplicado?

Esta pregunta me la hice por primera vez cuando estudié la materia de Amparo en el año de 1966, cuando las copias fotostáticas eran costosas y difíciles de obtener y la respuesta que encontraba, era la que en la Ley vigente y para colmo, también en el proyecto, se nos da: “para que cuando se interponga un recurso en el incidente, se envíe el original y se siga actuando en el duplicado”. 

En la actualidad, considero que no se justifica la duplicidad del incidente, que genera desperdicio de papel y gasto innecesario, pues al interponerse  cualquier recurso en el incidente,  para remitir el expediente, se puede presentar lo siguiente:

a. Inmediatamente se obtiene  copia de todo el incidente y se remite tribunal competente. (conforme a los recursos que actualmente disponemos)

b. En un futuro próximo, se podrá remitir el incidente por la vía electrónica,  sin ser necesario el envío de expediente alguno, simplemente por transferencia electrónica de mensaje. 

PROPONGO:

a. Que se elimine de todo el proyecto la disposición de que el incidente de suspensión se tramitará por duplicado. 

b. Que se establezca que cuando se interponga un recurso en el incidente, el Juez de Distrito,  dentro de las siguientes 48 horas, expedirá copia certificada del incidente y hecho lo anterior,  remitirá el original al Tribunal competente. 

En la actualidad, la población demanda mayor rapidez y seguridad en todos los trámites, incluidos los judiciales, razón por la cual, debemos atender estos reclamos de la comunidad y  proponer una Ley de Amparo que garantice la celebración de juicios de amparo dinámicos y seguros.

Estoy convencido que nuestro juicio de amparo  es un pilar fundamental en nuestro país, pero que debe ser modificado a los tiempos actuales, pues como todas las instituciones, no es inmutable y por ello se debe adecuar constantemente a las necesidades de la población. 

Agradezco la atención brindada a estas propuestas y quedo de ustedes atentamente

LIC. JOSE MANUEL HACES ZORRILLA

Salvador Díaz Mirón 207 Pte. Zona centro

Tampico, Tam. c.p. 89000
PONENCIA QUE PRESENTA EL MAGISTRADO FERNANDO HERNANDEZ REYES, INTEGRANTE DEL QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO, SOBRE EL AMPARO DIRECTO.

EL AMPARO DIRECTO.

a). Introduccion.

b). El problema del rezago.

c). El abuso del Amparo.

d). El personal encargado de administrar justicia.

e). Conclusiones.

I N T R O D U C C I O N .

El juicio de amparo es un instrumento de defensa constitucional, cuyo origen en el pueblo mexicano tiene hondas raíces, pues a través de él, y mediante la garantía de legalidad establecida en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos, es como el Poder Judicial de la Federación, puede examinar casi todos los actos de las autoridades del país, sea federales, estatales, municipales o del Gobierno del Distrito Federal.

Esta capacidad del Poder Judicial de la Federación, para analizar la legalidad de los actos autoritarios no se despliega  oficiosamente, sino que es necesario que un particular, llamado quejoso o agraviado, reclame un acto que considere violatorio de sus garantías individuales, mismo que se imputa a una autoridad responsable.

En otras palabras mientras una autoridad no afecte a un gobernado en sus derechos públicos subjetivos establecidos en la Ley Suprema, no debe iniciarse el procedimiento constitucional de amparo. Sin embargo, esto es un concepto ideal, pues la experiencia demuestra que gran cantidad de juicios de amparo son promovidos sin que exista un acto violatorio de las garantías individuales del quejoso o que existiendo, no contraviene los mandatos del Pacto Federal.

En el proyecto de Ley de Amparo, el ámbito de protección de los juicios constitucionales se ha extendido también a lo previsto en materia de derechos humanos por diferentes instrumentos del derecho internacional, pero ello es ocioso  en virtud de que se contemplan violaciones a las garantías individuales en sus primeros 29 artículos.

a). En unos, la garantía consiste en una facultad concedida al individuo, es decir, en una facultad para hacer, para desplegar una conducta determinada, siempre que llene ciertas condiciones y no se encuentre en un caso de excepción. Si se cumplen estos preceptos legales, surge por parte del Estado la obligación de respetar, de dejar hacer o sea el no impedir la libre manifestación de ideas (artículo 6°); no impedir la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia (artículo 7°) o bien no impedir la libertad de asociación; (artículo 9°).

b). En otros casos la garantía individual impone a la autoridad la obligación de realizar cierta conducta positiva, dadas ciertas situaciones, por ejemplo:

La obligación de las autoridades de resolver los escritos que se le presentan, dando a conocer también por escrito el acuerdo a la brevedad posible (artículo 8°), etc.

c). En otros casos la garantía impone a la autoridad la obligación de llevar ciertos requisitos, como condiciones previas, para proceder contra los derechos, posesiones, propiedades del individuo, ejemplo: Condiciones para privar de la libertad, propiedades o derechos: a). Que sea mediante juicio; b). Ante tribunales previamente establecidos, c). En donde se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento; d). Conforme a sus leyes expedidas con anterioridad al hecho. (artículo 14); Condiciones para dictar una orden de cateo; a). que sea ordenada por autoridad judicial; b). Por escrito, c). En donde se expresen el lugar que ha de inspeccionarse, persona que haya de detenerse u objetos que se buscan (artículo 16); Condiciones para dictar un auto de formal prisión, deben existir los elementos de fondo y de forma (artículo 19); etc.

En otros casos la garantía consiste en el reconocimiento o la afirmación de un principio general. De ello resulta implícitamente la obligación de las autoridades de respetar esos principios, por ejemplo: El reconocimiento de que en México todo individuo gozará de las garantías que otorga la Constitución; como es el de prohibir la esclavitud; no se concederán títulos de nobleza (artículo 12) etc.

En otros casos, al prohibir la garantía expresamente determinadas situaciones, impone a la autoridad la obligación de no aceptar, exigir o realizar, situaciones contrarias a esas mismas prohibiciones y a impedir y prevenir situaciones que violen esas normas prohibitivas; por ejemplo; prohibe que se lleve a efecto convenio alguno en que se pacte la renuncia temporal o permanente del ejercicio de alguna profesión, industria o comercio (artículo 5°); también prohibe las leyes privativas y los tribunales especiales (artículo 13); prohibe la celebración de tratados para la extradición de reos políticos, y para aquellos delincuentes que hayan tenido en su país la calidad de esclavos; etc,

En resumen éstos son derechos, facultades, otorgados en favor del individuo, oponibles al Estado y a sus autoridades, surgiendo de las primeras el derecho de exigir del segundo una acción positiva o negativa, tendente a respetar esas facultades o derechos necesarios al desenvolvimiento de la persona humana.

EL PROBLEMA DEL REZAGO.

A nadie escapa la idea de que el objeto de la Nueva ley de Amparo es el de resolver el problema del rezago en la administración de Justicia Federal y cumplir de esta manera para el caso de los juicios ante los tribunales colegiados, administren justicia pronta y expedida.

El problema del rezago no es privativo del Poder Judicial Federal, ni tampoco es un descubrimiento o invento de nuestra época; es tan general y antiguo como la actividad en la función jurisdiccional.

Con el propósito de resolver tan arduo problema se han buscado las causas que lo originaron y al respecto se piensa que el origen del rezago se debe al abuso del amparo; al funcionamiento del amparo judicial, o sea a la función del control de legalidad, también se dice que está en el personal encargado de administrar justicia.

Además existen diversas causas que motivan el rezago del amparo como es el incremento progresivo de la población, el intenso ritmo del desarrollo económico del país, el acceso a mejores condiciones de vida de los trabajadores, lo cual ha determinado una multiplicación de las relaciones jurídicas que repercute en un aumento extraordinario de las controversias y por ende, de los juicios de amparo.

EL ABUSO DEL AMPARO.

El abuso de una institución jurídica se materializa cuando el objetivo principal se transforma, se pretende obtener un beneficio que no es legítimo, pero cuando se abusa del juicio de amparo, éste es un instrumento y como tal, el ejercicio de la acción constitucional se materializa con la pretensión que tiene el individuo de ser resarcido en la violación cometida o evitarla.

El abuso nace cuando se insta al órgano jurisdiccional fundado en una supuesta violación de garantías, con la finalidad de permanecer en el goce o ejercicio de un derecho ilegítimo.

Cambia la naturaleza del juicio de garantías, cuando el amparo se promueve con un objetivo distinto y entorpece la acción de la justicia, su causa radica en la permanencia ilegítima del goce o ejercicio de un derecho.

El abuso del  juicio de amparo, se advierte cuando el quejoso, o sus autorizados lo intentan con el objeto de retrasar la solución del asunto de que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación, por lo que se sugiere que se adicionen  dos preceptos al proyecto de Ley de Amparo en el capítulo de responsabilidad o sanciones para que en uno se establezcan medidas para castigar el mal uso de la acción constitucional. Se debe contemplar una sanción pecuniaria, para aquellos quejosos y autorizados, que pretendan permanecer en el goce o ejercicio de un derecho ilegítimo, y consecuentemente, para que no entorpezcan la acción de la justicia; otro en el que se establezca una figura típicamente antijurídica fundada en la falsedad de un hecho, tal y como lo previene nuestra vigente Ley de Amparo, en sus artículos 81 y 211.

EL PERSONAL ENCARGADO DE LA ADMINISTRACION 

DE JUSTICIA.

Considero que la administración de justicia debe manifestarse en la perfección, en cuanto a la forma y fondo de sus resoluciones judiciales; la organización de recursos humanos y materiales en los tribunales, evitar en lo posible resoluciones fuera de los términos legales, atención al público tanto como personal del tribunal como de parte de los señores magistrados; que las sentencias se emitan con absoluta probidad o imparcialidad de sus peticiones y con lealtad a las instituciones jurídicas, pero estas manifestaciones ya existen en el Poder Judicial de la Federación sólo se requiere que sean conservadoras y elevadas a un nivel superior, para lo cual se requiere buscar siempre el logro de la justicia, demostrar vocación para la judicatura y la calidad moral, actuar con imparcialidad, probidad e independencia, obrar siempre con objetividad, lealtad y dignidad, no dar seguridades anticipando el sentido del fallo, y lograr credibilidad, confianza y respeto hacia su persona y hacia la función encomendada.

El proyecto de Ley de Amparo, sigue estimando que los tribunales colegiados conozcan sobre el control de legalidad quedando incólume la digna función de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación de ejercer el control constitucional.

Por este motivo en la actualidad han aumentado considerablemente los tribunales Colegiados de Circuito; es loable y necesaria ya que con ellos se da cumplimiento a los plazos y términos que fijan las leyes, para lograr que se realice de manera pronta y expedita la impartición de justicia, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 17 Constitucional, sin embargo ello no resulta suficiente para poder abatir un rezago mayor pues ya con antelación propusimos la reforma a los artículos 306 y 418 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en el sentido de que las sentencias definitivas emitidas por Juzgados de Paz en Materia Penal y las resoluciones en los juicios sumarios dictados por juzgados de primera instancia fueran apelables, esto era para que los tribunales de Segunda Instancia confirmaran, modificaran o revocaran la sentencia de los Jueces ya mencionados. Afortunadamente se implantó esa reforma el 17 de septiembre de 1999, en vigor el  1° de octubre de ese año para quedar como sigue:

“Artículo 418.- Son apelables:

I. Las sentencias definitivas, incluyendo aquellas que se pronuncien en los procesos sumarios.

Esto ha permitido que se reduzcan considerablemente la presentación de amparos directos ante los Tribunales Colegiados de Circuito porque los tribunales de apelación al estudiar la sentencia reclamada analiza su  legalidad, según lo previene el artículo 414 del Código Adjetivo.

Pero los Tribunales Federales no deben estar subordinados a las legislaciones locales porque éstos pueden reformar sus leyes y para ello se propone modificar el artículo 168 del Proyecto de la Ley de Amparo en el  sentido de que se mencione que: El juicio de amparo directo procede contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas por tribunales judiciales de segunda instancia, administrativos o del trabajo.

C O N C L U S I O N E S .

1. No debe extenderse el ámbito de protección de los juicios constitucionales a lo previsto en materia de derechos humanos, en virtud de que ya se  contemplan esas violaciones en las garantías individuales.

2. Se propone modificar el artículo 168 y la creación de nuevos numerales para abatir el rezago en los juicios de amparo directo ante los tribunales Colegiados de Circuito,  y,

3. El juicio de amparo directo debe proceder contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas por tribunales judiciales de segunda instancia, administrativos o del trabajo.

FERNANDO HERNANDEZ REYES
ANALISIS DE LA PROPUESTA DE LA

NUEVA LEY DE AMPARO

Como se precisa en la Introducción al Proyecto de “Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, la encomienda dada a la Comisión de Análisis para una nueva Ley de Amparo, sobre la necesidad de lograr la más pronta tramitación y resolución de los juicios de amparo y el equilibrio procesal de las partes, se somete a su respetable consideración, diversas modificaciones y adiciones al proyecto de la nueva Ley de Amparo, relacionadas con el carácter de tercero interesado del inculpado, la promoción del juicio por el ofendido y la modificación de algunos de los términos que se señalan en dicho proyecto. 

Las modificaciones o adiciones, en su caso, se refieren específicamente a los artículos 4°, fracción III, incisos c) y d), 14, 15, párrafo segundo, 16, primer párrafo, fracciones I y II, 23, 25, 77, último párrafo, 80, primer párrafo, primera parte, 87, 106, fracción VII, 113, 136, fracción II, 175, primer párrafo, primera parte, 178, primer párrafo, 179, 205, fracción II.

Las propuestas pretenden que se modifique la redacción del artículo 4°, fracción III, inciso c), eliminando los términos limitativos de los casos en que el ofendido puede considerarse tercero interesado, precisando en lo que se refiere al inciso d), que reproduce la reforma al artículo 10 de la Ley vigente, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 9 de junio de 2000, que el indiciado o procesado tiene el mismo carácter cuando el acto reclamado sea la resolución de no ejercicio de la acción penal dictada por el Ministerio Público o de la que lo tenga por desistido, porque en este último caso, es al juez a quien compete la potestad de resolver sobre el desistimiento, que constituye simplemente una petición de parte, sin las características de un acto de autoridad. Además, debe excluirse del artículo 106, fracción III, la mención de que el juicio procede contra resoluciones que tengan por desistido al Ministerio Público, porque en tal caso, dicha determinación judicial es reclamable en amparo directo, porque sin resolver el fondo dan por concluido el procedimiento. 

La reducción de los términos se sustenta en que no existe justificación alguna para su ampliación, porque lejos de elevar la calidad de los litigios o facilitar el planteamiento de las defensas, entre otros de los propósitos que inspiraron su señalamiento en el proyecto, sólo incidirían en una prolongación innecesaria de la resolución de los juicios, provocando incertidumbre jurídica e indefinición sobre la situación jurídica de las partes sometidas a un procedimiento judicial.

Acorde con ello, se propone modificar la redacción del último párrafo del artículo 14, prescindiendo de la frase relativa al apersonamiento a juicio del representante legal del quejoso, haciendo mención en su lugar a la ratificación de la demanda, para hacerlo acorde con la hipótesis contenida en el párrafo primero, proponiéndose la reducción del término por no existir razón para condicionar la resolución o la determinación de tener por no presentada la demanda, a un lapso tan prolongado, que se estima solo entorpecería el eficaz funcionamiento de los juzgados de distrito.

Tocante al artículo 15, párrafo segundo, se propone  la reducción del plazo para que la sucesión se apersone al juicio, así como la adición de un término igual para que el Ministerio Público la localice o realice la denuncia correspondiente. 

Por lo que se refiere al término para la presentación de la demanda, la propuesta es en el sentido de que continúe rigiendo el de quince días que señala el artículo 21 de la actual Ley de Amparo, y treinta días tratándose de normas generales autoaplicativas, porque es práctica generalizada que cualquiera que sea la naturaleza del acto reclamado y con independencia de la mayor o menor dificultad en el planteamiento de los conceptos de violación, su presentación se hace el día del vencimiento, pero no porque el término sea insuficiente. Además, tratándose de sentencias condenatorias en materia penal, el término de tres meses no colocaría al quejoso en una mejor situación de defensa, pues ésta, en muchos casos, depende de su situación económica, pero sobre todo, porque las diversas codificaciones del país prevén la obligación de los juzgadores de designarle un defensor, y en el caso de que sus planteamientos fuesen incorrectos o incluso no se hiciere ninguno, tendría  el beneficio de la suplencia de la queja, que también se propone debe operar en su favor aun ante la falta de conceptos de violación.

Se considera que las resoluciones deben notificarse dentro de las veinticuatro horas siguientes al en que se hubiesen pronunciado, como lo señala el artículo 27, primer párrafo, de la Ley de Amparo vigente, y no dentro del tercer día que prevé el artículo 23 del proyecto, a fin de lograr la más pronta tramitación y resolución de los juicios de amparo. Proponiéndose la adición de un párrafo en que se aluda a la notificación por correo electrónico o fax, cuando las partes así lo hayan solicitado expresamente, para adecuar la tramitación del juicio a los avances tecnológicos.

Tratándose del recurso de revisión adhesivo, alegatos y amparo adhesivo, la propuesta radica no en la reducción de los términos, sino en el momento a partir del cual deben empezar a contarse, que sería a partir del día en que surta efectos la notificación del auto en que se haya ordenado correr traslado con el recurso o al día siguiente a aquel en que hubiese surtido efectos la notificación del emplazamiento, con el objeto de evitar un retardo innecesario en la resolución de los juicios. También se propone precisar el momento a partir del que debe empezar a contar el término para la remisión de los autos a que alude el artículo 87 del proyecto, que sería aquél en que hubiesen quedado emplazadas todas las partes. 

Tratándose de las prevenciones a los promoventes a que aluden los artículos 113, 175 y 178 del proyecto, para subsanar las irregularidades de la demanda, y exhibición de copias, se propone reducir los términos a tres días, porque dada su naturaleza, el lapso es más que suficiente para cumplir eficaz y oportunamente con la prevención, cualquiera que ésta sea, evitando también el retardo en el dictado del proveído sobre la admisión de la demanda. 

En lo relativo a la tramitación del incidente de suspensión, específicamente en el señalamiento de día y hora para la celebración de la audiencia incidental, que en el artículo 136, fracción II, del proyecto, se señala será de setenta y dos horas, se propone su ampliación, porque en la práctica, es insuficiente para integrar debidamente el expediente incidental y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la medida cautelar, además de que no es acorde con el artículo 134 del propio proyecto, en que se señala al quejoso el término de cinco días para otorgar la garantía que le hubiese sido fijada para que surta efectos la suspensión.

En lo que atañe al plazo para la promoción del incidente por Exceso o Defecto en la Ejecución de Resoluciones de Amparo, el término de un año que se señala en la fracción II es excesivo y sólo contribuye a generar inseguridad jurídica, por lo que se propone reducirlo a treinta días, pues no existe razón o motivo que justifique lapso tan prolongado para la promoción del incidente. Deberían tomarse en consideración los mismos plazos que se proponen para la presentación de la demanda de garantías, dado que los interesados en el cabal cumplimiento de una ejecutoria en que se hubiese otorgado la protección de la Justicia Federal, se encuentran en una situación análoga a la del quejoso que promueve la demanda, es decir, la pretensión de cualquiera de las partes en el juicio o incluso de terceros ajenos, de que no se les ocasione perjuicio en su esfera jurídica, con motivo del exceso o defecto en el cumplimiento de una sentencia que hubiera concedido el amparo, guarda similitud con el interés del quejoso de que las autoridades respeten sus garantías individuales.

En esas condiciones, el plazo para promover el incidente de que se trata, podría ser, por regla general, de quince días, con las excepciones que se estimaran pertinentes, como tratándose de una norma general autoaplicativa a que alude el artículo 16 del proyecto de la nueva ley, o cuando se reclama una sentencia condenatoria en materia penal, o contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, en que el término es de noventa días.   

En este contexto, las propuestas son las siguientes:

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO II.

Capacidad y Personería

Artículo 4°, fracción III, inciso d):

Dice: “Son partes en el juicio de amparo:

III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter:

c) El ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y afecte esa reparación o responsabilidad; 

d) El indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea el desistimiento o el no ejercicio de la acción penal”. 

Propuesta: “Son partes en el juicio de amparo:

III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter;

c) El ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil; 

d) El indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea la resolución de no ejercicio de la acción penal dictada por el Ministerio Público o la que lo tengan por desistido de la misma”. 

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO II. Capacidad y Personería

Artículo 14, último párrafo.

Dice: “Transcurridos tres meses sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del quejoso, se tendrá por no presentada la demanda”.

Propuesta: “Transcurrido un mes sin que se haya ratificado la demanda, se tendrá por no presentada”. 

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO II.

Capacidad y Personería

Artículo 15, párrafo segundo:

Dice: “Si el fallecido no tiene representación en el juicio, éste se suspenderá inmediatamente que se tenga conocimiento de la defunción. Si la sucesión no interviene dentro del plazo de sesenta días siguientes al en que se decretó la suspensión, se ordenará al ministerio público federal que la localice o haga la denuncia correspondiente”.

Propuesta: “Si el fallecido no tiene representación en el juicio, éste se suspenderá inmediatamente que se tenga conocimiento de la defunción. Si la sucesión no interviene dentro del plazo de treinta días siguientes al en que se decretó la suspensión, se ordenará al ministerio público federal que la localice o haga la denuncia correspondiente, dentro de un lapso igual, contado a partir del días siguiente al en que haya fenecido el término para la intervención de la sucesión”.

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO III

Plazos

Artículo 16, primer párrafo:

Dice: “El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

I. cuando se reclame una norma general autoaplicativa, en que será de cuarenta y cinco días;

II. Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, en que será de noventa días”; 

Propuesta: “El plazo para presentar la demanda de amparo es de quince días, salvo: ...”

I. Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, en que será de treinta días.     

II. Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, en que será de treinta días.”

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO IV.

Notificaciones

Artículo 23:

Dice: “Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo deben notificarse a más tardar dentro del tercer día hábil siguiente. La razón que corresponda se asentará inmediatamente después de dicha resolución”. 

Propuesta: “Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo deben notificarse a más tardar dentro del día siguiente al en que se hubiesen pronunciado. La razón que corresponda se asentará inmediatamente después de dicha resolución”. 

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO III.

Plazos
Artículo 25.

Dice: “Las notificaciones en los juicios de amparo se harán:

I. En forma personal...

II. Por oficio... 

III. Por lista, en los casos no previstos en las fracciones anteriores”. 

Propuesta: La adición de un último párrafo, en los términos siguientes: “También podrán hacerse las notificaciones por correo electrónico o vía fax a cualquiera de las partes que así lo soliciten expresamente. En ese caso, el actuario levantará constancia de día y hora en que se recibe y agregará a los autos el documento en el que conste la confirmación electrónica de recepción”.  

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO X.

Sentencias

Artículo 77, último párrafo; 

Dice:  “En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios”.

Propuesta: “En los casos de las fracciones I, inciso b), II, IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios”.   

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO XI. Medios de Impugnación.

Sección Primera

Recurso de Revisión.

Artículo 80, primer párrafo, primera parte. 

Dice: “La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por la contraria dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes”.    

Propuesta: “La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por la contraria dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente  al en que surta efectos la notificación del auto en que se haya ordenado correr traslado con copia del recurso, expresando los agravios correspondientes”. 

TITULO PRIMERO. Reglas Generales

CAPITULO XI. Medios de Impugnación

Sección Primera

Recurso de Revisión.

Artículo 87. 

Dice: “Interpuesta la revisión y recibidas en tiempo las copias del escrito de agravios, el órgano jurisdiccional por conducto del cual se hubieren presentado las distribuirá entre las partes y remitirá el original con el expediente dentro del plazo de veinticuatro horas a la Suprema Corte de Justicia de la Nación o al tribunal colegiado de circuito en amparo, según corresponda”. 

Propuesta: “Interpuesta la revisión y recibidas en tiempo las copias del escrito de agravios, el órgano jurisdiccional por conducto del cual se hubieren presentado las distribuirá entre las partes y remitirá el original con el expediente dentro del plazo de veinticuatro horas, contadas a partir del momento en que hubieren quedado emplazadas todas las partes, a la Suprema Corte de Justicia de la Nación o al tribunal colegiado de circuito en amparo, según corresponda”. 

TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo

CAPITULO I. El Amparo Indirecto

SECCION SEGUNDA

Substanciación

Artículo 113.

Dice: “El órgano jurisdiccional mandará requerir al promovente la aclaración de la demanda, expresando en el auto relativo las deficiencias, irregularidades u omisiones que deban llenarse en los casos siguientes: 

I...  II...  III...  IV...  V...

Si el quejoso no subsana las deficiencias, irregularidades u omisiones de la demanda dentro del plazo de cinco días, se tendrá por no interpuesta”. 

Propuesta: “Si el quejoso no subsana las deficiencias, irregularidades u omisiones de la demanda dentro del plazo de tres días, se tendrá por no interpuesta. En materia penal, la autoridad que conozca del juicio mandará expedir las copias necesarias de la demanda”.  

TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo

CAPITULO I. El Amparo Indirecto

SECCION TERCERA

Suspensión del Acto Reclamado

Primera Parte. Reglas Generales

Artículo 136, fracción II. 

Dice: “Promovida la suspensión del acto reclamado el órgano jurisdiccional acordará lo siguiente: 

I... 

II... Señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental que deberá efectuarse dentro de setenta y dos horas; y

Propuesta: “II. Señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental que deberá efectuarse dentro de los ocho días siguientes; y

TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo

CAPITULO II. El Amparo Directo

Sección Segunda

Demanda

Artículo 175, primer párrafo, primera parte.

Dice: “Cuando no se presenten las copias a que se refiere el artículo anterior o no se presenten todas las necesarias, la autoridad responsable prevendrá al promovente para que las presente dentro del plazo de cinco días”. 

Propuesta: “Cuando no se presenten las copias a que se refiere el artículo anterior o no se presenten todas las necesarias, la autoridad responsable prevendrá al promovente para que las presente dentro del plazo de tres días
TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo

CAPITULO II. El Amparo Directo

Sección Segunda

Demanda

Artículo 178, primer párrafo primera parte.

Dice: “Si hubiere irregularidades en el escrito de demanda, por no haber satisfecho los requisitos que establece el artículo 173, el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo señalará al promovente un término que no excederá de cinco días, para que subsane las omisiones o corrija los defectos precisados en la providencia relativa”.  

Propuesta: “Si hubiere irregularidades en el escrito de demanda, por no haber satisfecho los requisitos que establece el artículo 173, el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo señalará al promovente un término que no excederá de tres días, para que subsane las omisiones o corrija los defectos precisados en la providencia relativa”.

TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo

CAPITULO II. El Amparo Directo

Sección Segunda.

Demanda

Artículo 179.

Dice: “Si el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo no encuentra motivo de improcedencia o defecto en el escrito de demanda, o si este último fuere subsanado, la admitirá y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo, para que en el plazo de quince días presenten sus alegatos o la demanda de amparo adhesivo”.

Propuesta: “Si el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo no encuentra motivo de improcedencia o defecto en el escrito de demanda, o si este último fuere subsanado, la admitirá y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo, para que presenten sus alegados o la demanda de amparo adhesivo, en el caso de no haber transcurrido aún el término para ello. El término para formular alegatos o presentar la demanda de amparo adhesivo, será el de quince días, a partir del siguiente al en que haya surtido efectos el emplazamiento”.

TITULO TERCERO. Cumplimiento y Ejecución

CAPITULO V. Incidente por Exceso o Defecto 

en la Ejecución de Resoluciones de Amparo

Artículo 205, fracción II. 

Dice: “El incidente podrá promoverse por cualquier persona que resulte agraviada por la ejecución, en los plazos siguientes: 

I...

II. En un año contado a partir del día siguiente de aquél en que surta sus efectos la notificación del auto por el cual se haga del conocimiento del quejoso los términos en que se haya dado cumplimiento a la sentencia, o al en que se haya tenido conocimiento de la ejecución, si se trata de persona extraña”. 

Propuesta: “El incidente podrá promoverse por cualquier persona que resulte agraviada por la ejecución, en los plazos siguientes: 

I...

II. En quince días contados a partir del día siguiente de aquél en que surta sus efectos la notificación del auto por el cual se haga del conocimiento del quejoso los términos en que se haya dado cumplimiento a la sentencia, o al en que se haya tenido conocimiento de la ejecución, si se trata de persona extraña o de treinta días en los casos de las fracciones I, II y III del artículo 16 de esta ley”. 

TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo

CAPITULO I. El Amparo Indirecto

SECCION PRIMERA

Procedencia y Demanda

Artículo 106, fracción VII. 

Dice: “El amparo indirecto procede:

VII. Contra las resoluciones de no ejercicio de la acción penal o desistimiento de la misma dictadas por el Ministerio Público”.

Propuesta: “VII. Contra las resoluciones de no ejercicio de la acción penal dictadas por el Ministerio Público”.
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